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COMO parte de las tareas de difusión propias de la Unive~idad 
Nacional Autónoma de México y por el compromiso que esta 
institución tiene con la sociedad mexicana, el lnstituto de Inves- 
tigaciones Económicas de la UNAM decidió iniciar una serie de 
publicaciones bajo el rubro "Textos breves de economía". 
Dicha serie se enmarca dentro de los festejos conmemo- 
rativos del sexagésimo aniversario de la fundación del Institu- 
to y tiene como objetivo presentar estudios de poca extensión 
sobre temas de interés general, escritos en un lenguaje accesi- 
ble para personas no especializadas en economía, pero sí de- 
seosas de conocer la realidad nacional e internacional, sobre 
cuestiones que están constantemente en las primeras páginas 
de los diarios y en los foros de discusión de los grandes proble- 
mas económicos nacionales e internacionales. 
De esta manera, el Instituto de Investigaciones Económi- 
cas de la UNAM pone a disposición de amplios sectores de la 
sociedad, el resultado del trabajo de sus investigadores. 
ALICIA GIRON GONZÁLEZ 
D i r e c t o r a  
instituto de Investigaciones Económicas. UNAM 

UNA DE las principales líneas de trabajo de la investigación ur- 
bana ha sido la identificación, comprensión y explicación de las 
contradicciones y desenvolvimiento de los procesos sociales, 
políticos y económicos que giran en torno al problema de la vi- 
vienda popular: La amplia literatura existente sobre la proble- 
mática habitacional revela que ha sido un lugar pri /ilegiado de 
las preocupaciones intelectuales de los diversos grupos de inves- 
tigadores. Sin embargo, aún existe un gran desconocimiento 
del desarrollo de aspectos específicos del tema habitacional: 
es el caso de la cuestión inquilinaria que desde principios del 
siglo, sin considerar otros antecedentes. ha desempeñado un 
papel relevante en la configuración y estructuración de las ciu- 
dades, y sobre todo, ha formado implícitamente parte funda- 
mental de la política urbana. 
Es un hecho innegable el interés de los estudiosos de los 
aspectos urbanos por analizar el movimiento inquilinario nacio- 
na! de algunas regiones del país, de los años veinte, al grado de 
perfilarse como el antecedente primario del movimiento urbano 
popular del siglo xx. La huelga nacional de pagos de aquellos 
años se erige, de tal suerte, como un indicador sobresaliente de 
la presencia y actuación de un nuevo actor social en el espacio 
político de aquella época, así como del funcionamiento dese- 
quilibrado del mercado inmobiliario. 
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No  obstante la trascendencia de la movilización inquilinaria 
son escasos los estudios al respecto. Por tal motivo, en este tex- 
to  se trata de presentar un panorama global de las principales 
características económicas de las condiciones de los inmue- 
bles en arrendamiento y de las diversas expresiones del debate 
inquilinario. 
Para tal efecto, el trabajo aborda tres periodos medulares 
del problema inquilinario. El primero se refiere a la etapa de 
19 10- 1925, época sumamente álgida en movimientos sociales 
como la Revolución mexicana y por el surgimiento de movili- 
zaciones urbanas, por ejemplo la presencia de los inquilinos en 
la esfera de la política. La segunda fase corresponde a la dé- 
cada de los cuarenta, años claves por la definición del modelo 
económico y por la política instrumentada por el Estado en 
materia de arrendamiento de vivienda. Finalmente, el tercero se 
ubica a partir de los años ochenta, los cuales se han enmarca- 
do en el punto de vista económico por la crisis. Además, por 
la efervescencia del debate inquilinario que condujeron a mo- 
dificaciones sustanciales en la legislación sobre el particular: 
De estos periodos se examinan algunos rasgos del merca- 
do inmobiliario, así como del debate inquilinario, para este úttimo 
se analizan las iniciativas de ley sobre arrendamiento presentadas 
por los partidos políticos y las organizaciones de inquilinos ante 
la Cámara de Diputados, durante el presente siglo. Estas leyes 
tenían el objetivo de regular el funcionamiento del mercado 
de bienes inmuebles arrendados en el Distrito Federal. 
Debido a la escasez de investigaciones inquilinarias, esta se 
inscribe en el nivel de las investigaciones exploratorias y de diag- 
nóstico. Para ello se parte de la revisión de los Diarios de De- 
bates de la Cámara de Diputados, desde principios del siglo 
hasta diciembre de 1990, con el objeto de detectar aquellos 
periodos claves del debate inquilinario, donde adquiere más rele- 
vancia en el ambiente político. Así se reconocen, como se ha 
dicho, los tres periodos señalados. Además, con base en infor- 
mación estadística oficial y utilizando los resultados del procesa- 
miento realizado sobre algunas características de las viviendas 
rentadas, se trata de reconstruii; en parte, las condiciones habi- 
tacionales de los tres periodos indicados. 
El breviario está organizado en tres capítulos. En el primero 
se expone brevemente el impulso que recibió el crecimiento 
urbano registrado en la primera década del siglo por la políti- 
ca urbana pohrista. Igualmente se comentan las primeras in- 
tervenciones del Estado en materia de arrendamiento, así como 
las primeras propuestas de leyes inquilinarias discutidas duran- 
te la primera década y principios de los veinte. 
En el segundo se bosquejan las características del pro- 
ceso de urbanización, enfatizando la política urbana de creación 
de colonias populares. De igual forma, se ofrecen algunos ras- 
gos de las viviendas en renta y las nuevas propuestas de instru- 
mentos legales para controlar el mercado de las viviendas ren- 
tadas en esos años. 
En el úttimo capítulo se presentan las caracten'sticas de las 
condiciones habitacionales en general y de la vivienda en renta 
en particular, correspondientes al periodo 1990- 1995.También 
se sistematiza el debate inquilinario mediante las diversas inicia- 
tivas de leyes inquilinarias presentadas por los partidos políticos. 

EL INCIPIENTE PROCESO 
DE URBANIZACIÓN 
Y LA VIVIENDA EN RENTA 
LA EPOCA porfirista (1 885- 19 10) en la historia del país ha sido amplia- 
mente documentada desde la perspectiva política y económica, ya 
que representa el antecedente y origen de las causas de la Revolu- 
ción mexicana de 19 10, así como el fortalecimiento del modelo de 
desarrollo capitalista de la economía mexicana. Se han realizado es- 
tudios pormenorizados de la política económica instrumentada bajo 
el gobierno de Porfirio Díaz, así como del sistema político dictato- 
rial. N o  obstante, quizás esta época no ha sido examinada detalla- 
damente desde la perspectiva de los estudios urbanos: se carece de 
investigaciones amplias que expliquen el proceso de urbanización y 
la política urbana de aquellos años. 
En particular; desde un punto de vista económico y social, el pe- 
riodo 1900- 19 1 O ha sido considerado como la década históricamen- 
te representativa del porfirismo debido a la agudización de las con- 
tradicciones sociales y a la cristalización de la política económica 
integral, tal como lo señala Alonso Aguilar: 
mientras se ostentan y celebran sonoros éxitos en el campo de la 
política hacendaria. en la organización de los bancos. en la estructura- 
ción de un nuevo sistema monetario o en la consolid;tción del crédito 
exterior.. . Se ahonda la inestabilidad monetaria y crecen con ella la 
inquietud y la miseria popular; afloran los defectos del sistema banca- 
rio; entra en crisis la industria y se agudiza el desequilibrto con el exterior 
[Aguilar; 197 1 : 1681. 
Este periodo contradictorio en materia económica, está signado 
por la participación de inversionistas extranjeros relacionados con 
los grupos de poder nacional. Por otro lado. se registraba un creci- 
miento espectacular de los grupos asalariados, así como de las pro- 
testas sociales contra el sistema político imperante. 
Diversos autores coinciden en señalar que el desarrollo capita- 
lista en la última década del régimen porfirista, se manifestaba en el 
incremento del número de sociedades anónimas como la forma fun- 
damental de organización de las empresas en todos los ramos rele- 
vantes de la economía. Además. el desarrollo capitalista se caracteri- 
zaba por la formación de fuertes grupos monopolistas que controlaron 
la actividad económica del país [Ceceña, 1970: 491. 
Las transformaciones de la estructura económica nacional, se 
manifestaron con más claridad en la economía urbana de la Ciudad 
de México, en donde la estructura industrial, el empleo urbano y 
el crecimiento del sector servicios adquirieron más relevancia en el 
contexto de la economía. 
Bajo este marco social y económico, se abordan las principales 
caracten'sticas del proceso de urbanización y de las condiciones ha- 
bitacionales en la Ciudad de México. 
Expansión urbana y vivienda 
Aparte de la importancia política y económica del porfiriato, esta épo- 
ca debe ser considerada relevante en el aspecto urbano, ya que en 
ella se definen los patrones de ocupación y apropiación del espacio 
urbano que orientaron el proceso de urbanización de la capital. Cabe 
destacar que durante el porfiriato, la Ciudad de México se constituyó 
en el principal centro de atracción de la población migrante; un dato 
que ilustra el crecimiento poblacional es que de 230 000 habitantes 
en 1887 pasó a 470 000 en 19 10. 
En el periodo 1 885- 19 10, la apropiación de grandes extensio- 
nes de terrenos por parte de la oligarquía porfirista amplió conside- 
rablemente la superficie urbanizable de la Ciudad de México. Con la 
participación de inversionistas extranjeros tanto en la creación de 
colonias residenciales como en la construcción de la infraestructura 
urbana básica, se permitió a la oligarquía nacional la formación de un 
incipiente sector capitalista inmobiliario. 
Antes de 1903, la capital de México estaba integrada por la Ciu- 
dad de México y seis distritos. Después de las retornas político-admi- 
nistrativas del 26 de marzo de 1903, ésta quedó integrada por 13 
municipalidades. A partir de 1903, en cada municipalidad foránea ha- 
bía un prefecto político. que tenía a su cargo el gobierno y adminis- 
tración de las diversas ramas de los departamentos del gobierno de 
la Ciudad de México dentro de su respectiva circunscripción. Con 
esta organización política y administrativa se pretendía dar respuesta 
al crecimiento desordenado de la ciudad mediante ciertos instru- 
mentos jurídicos. De tal suerte, que el gobierno de la ciudad se abro- 
gaba facultades jurídicas para planear el crecimiento de la mancha 
urbana, por ejemplo, el Código Sanitario vigente en esa época es- 
tablecía medidas concretas para que no se edificaran y ocuparan 
inmuebles sin los servicios básicos como el agua y el drenaje. 
Con la nueva organización político-administrativa de Ayunta- 
miento, adquiere funciones básicas y concretas de ordenación urbana. 
En primer lugar, cabe señalar; los reglamentos sobre el uso de las vías 
públicas, y de planeación y establecimiento de nuevas colonias. En 
septiembre de 1903 se publicó un decreto que establecía los re- 
quisitos mínimos a que debían sujetarse los fraccionadores para la 
creación de nuevas colonias. Se obligaba al fraccionador a ceder al 
gobierno de la ciudad un terreno que no fuera menor a la décima 
parte de la extensión total de la colonia, asimismo, a ceder una man- 
zana para desarrollar áreas verdes, tales como parques y dos lotes 
para uso educativo. Se obligaba también a planear calles de cuando 
menos 20 metros de ancho y, lo más importante, se comprometía 
al urbanizador a introducir los servicios de atarjeas, agua, pavimento 
y alumbrado antes de ser ocupada la colonia por los nuevos pro- 
pietarios. Las empresas fraccionadoras contaban con el beneficio de 
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que los gastos erogados por estos conceptos serían reembolsados 
a corto plazo por el gobierno de las ciudades [Consejo Superior de 
Gobierno, 1903, núm. 25: 3881. 
El proceso de fundación de colonias en las últimas décadas del 
siglo xix hizo evidente la notable expansión urbana de la ciudad. En- 
tre 1858 y 1883, se promovió la creación de cinco colonias: Berroso, 
Santa Man'a,Arquitectos, Guerrero yviolante; y entre 1884 y 1889 se 
formaron 12 nuevas colonias: Morelos, La Bolsa, Díaz de León, Maza, 
Rastro,Valle Gómez, San Rafael, Santa Julia. Limantour; Indianilla, Hi- 
dalgo y Ampliación Santa María [Departamento del Distrito Federal. 
19861. 
Por su parte el Ayuntamiento, a través del Boletín Oficial del 
Consejo Superior de Gobierno, máxima autoridad política y adminis- 
trativa [Consejo Superior de Gobierno, 1903, núm. 30: 4651 recono- 
cía, en 1903 respecto al crecimiento urbano, que: 
la ciudad ha permanecido estacionaria por  el oriente y el sur pues casi 
tiene hoy los mismos límites que hace más de un siglo, por  el norte, la 
poblac~ón aumentó algo en la época de la presidencia del general Gon- 
zález. y por el nordeste, la Penitencianá y el nuevo rastro han contribuido 
a acrecentar el número de casas y habitantes. Más por  todo el lado occi- 
dental de la ciudad. ésta ha crecido de unos 20 a 30 años a esta parte, y 
sobre todo en los últimos de una manera verdaderamente prodigiosa. Las 
colonias de Guerrero y de Santa María por  el noroeste, San Cosme, la 
Tlaxpana. Reforma y las recientes colonias de la Teja, el Paseo. Pluto- 
cracia. han extendido la ciudad por el occidente de manera desmedida.. . 
El Ayuntamiento de la Ciudad de México explicaba el motivo 
de la construcción de fraccionamientos al occidente de la ciudad 
porque por ese rumbo el terreno era menos salitroso que el de los 
lagos desecados del oriente. Además. estaba cubierto de vegetación 
y menos expuesto por su altura a las inundaciones. También se seña- 
laba que era más higiénico por sus aires puros, y ofrecía condiciones 
favorables a la salud y a la longevidad. 
Este proceso de expansión aceleró su ritmo durante 1900- 19 10. 
creándose 1 6 nuevas colonias: Americana, Juárez, Cuauhtémoc, Ro- 
ma, Condesa,Tlaxpana. SantoTomás, Chopo, San Álvai-o, El Imparcial. 
Peralvillo, Cuartelito, La Viga. Sheibe, Romero Rubio y Ampliación 
San Rafael. 
El fuerte crecimiento urbano conllevó la incorpoi-ación de un 
mayor número de viviendas. Sin embargo. esto no representó en pri- 
mera instancia una elevación general de las condiciones de habitación 
de la mayoría de la población, ya que una gran parte estaba desti- 
nada a las capas de altos ingresos. De tal suerte que esta expansión 
reflejó mayores contrastes sociales en la ciudad. Es decir, mientras se 
edificaban viviendas para los grupos económicos y políticos domi- 
nantes. la población en general no contaba con un mínimo de bienes- 
tar habitacional. 
N o  todos los grupos sociales pudieron edificar o arrendar una 
vivienda en los nuevos espacios urbanos de la ciudad. En general los 
estratos medios comenzaron a construir alojamientos básicamente 
de un nivel, en las colonias Guerrero y Santa Man'a; las clases altas se 
hicieron construir amplias y lujosas viviendas en el Paseo de la Re- 
forma y las colonias adyacentes. Sin embargo. una gran parte de los 
estratos medios nacientes y casi la totalidad de la clase trabajadora 
permanecía habitando viejas vecindades y jacales antihigiénicos en el 
centro de la ciudad. 
El Consejo Superior de Gobierno reconocía que. desde 1885, 
la población estaba ya en completa desproporción con el número 
de habitaciones, hacía falta una cantidad importante de viviendas. Es- 
ta escasez repercutía directamente en el encarecimiento excesivo 
de las rentas de las viviendas. 
En 1900, según información censal, en los ocho cuarteles que 
conformaban la Ciudad de México, había 15 042 edificaciones, con- 
teniendo 79 206 viviendas que albergaban a 92 405 familias; es decir 
alrededor de 368 898 personas. Del total de familias 13 199 no con- 
taban con una morada y estaban ubicados en viviendas de otras fa- 
milias. Es decir había un déficit de 13 000 habitaciones que corres- 
pondía al 15% del inventario habitacional.Asimismo, como se observa 
en el cuadro 1, a principios de siglo se registra un alto índice de haci- 
namiento que oscila entre cuatro y seis habitantes por vivienda. 
De acuerdo con el Censo de 1900, de las 15 042 edificaciones 
de la Ciudad de México; 3 19 1 eran consideradas como chozas y ja- 
cales primitivos, no aptos para habitarse; los edificios de cinco pisos 
no pasaban de cinco, los de cuatro eran 44, los de tres eran 650, casi 
la mitad del total. 7 328, eran de un piso, y la cuarta parte, 3 824, de 
NÚMERO DE VIVIENDAS Y HABITANTES 
EN LA CIUDAD DE MEXICO 
- --- 
VIVIENDA HAhITENTES HABITANTES 
EN CADA El\ CADA EN CADA 
CUARTEL CASAS VIVIENDA FAMILIAS HABITANTES CASA VhfIEIJDA CASA 
-- - -- - - -- 
l 2192 12125 13945 58899 553 4 85 2691 
5 1 684 1 1 274 10 88 1 47 065 6.69 L. 1 7 27 94 
6 1692 7 7 7 7  10569 40318 4.59 5.13 23 82 
7 1 763 5 902 7 287 25 939 3.34 4.39 14.70 
8 1654 2 8 1 6  3824  18074 1.70 6.4 l 10.92 
Total 15 042 79 206 92 405 368 989 
--- ~ -- 
Fuente: Consejo Supenor de Gobierno. Boletín Oficial. núm. 30. 13 de oaubre de 140:. p. 466. 
dos pisos. Por esta situación, a partir de 1903, la política urbana se 
proponía fomentar la ampliación y construcción de nuevos pisos a 
las casas bajas en las recientes colonias para llegar a niveles óptimos 
de densidad, con el objeto de redistribuir a la población citadina en 
forma homogénea. Sin embargo, la "superposición" de pisos que 
tendría que efectuarse con el tiempo, requería de disposiciones 
legales que nunca se establecieron. 
La modalidad de construcción de baja altura ha prevalecido a 
lo largo del siglo, con los consiguientes problemas de servicios públi- 
cos. Si se compara esta distribución con los datos proporcionados 
por la Dirección de Catastro del Distrito Federal a finales de la déca- 
da de los años veinte, se observa una tendencia predominante a 
construir inmuebles de baja altura. 
Otra información que revela la magnitud de la expansión de la 
ciudad, lo constituye un editorial publicado en 1903 en el que se 
afirmaba: 
cualquiera que compare un plano actual de la Ciudad de México con 
otro que tenga unos veinticinco años, observará el prodigioso ensanche 
que aquélla ha sufrido. sobre todo hacia el poniente. La ciudad poco 
crece en altura y sí en superficie, y hasta hace poco tiempo puede decir- 
se que este crecimiento se ha efectuado sin reglas tijas ni límite de nin- 
guna especie. Un  particular o una empresa emprendían el fracciona- 
miento de terrenos de su propiedad adyacentes a la parte poblada de 
México y ponían a remate los lotes de las nuevas colonias. sin contar 
de antemano con la aprobación del Ayuntamiento, o con la probabi- 
lidad de una remota urbanización de la proyectada colonia. De  aquíque 
muchas personas al adquirii esos lotes y construir en ellos, al cabo del 
tiempo se hallan sin ningún servicio municipal de la importancia del agua 
potable. del desagüe. del pavimento de las vías públicas. el alumbrado 
de éstas, etcétera. resintiendo por ello graves perjuicios [Consejo Supe- 
rior de Gobierno. 1903. núm. 26: 40 1 ]. 
A finales del siglo pasado, el Estado carecía de instrumentos 
elementales de planeación y ordenación urbana; por lo que, en la 
mayoría de las ocasiones se fraccionaban grandes extensiones de 
haciendas y ranchos sin contar con un plan urbano aprobado por el 
Ayuntamiento. 
Resultado de esta falta de planeación urbana, fise la incapacidad 
de las autoridades de la ciudad para proveer los servicios que 
reclamaban los vecinos de algunas colonias populares. En los diarios 
de esa época se señalaba que indudablemente todavía el gobierno de 
la ciudad no se preocupaba suficientemente por mejorar la habita- 
ción del obrero ni la de la clase media que vivía hacinada en las inmun- 
das casas de vecindad, a pesar de que dicho gobierno definió una 
modalidad especial para financiar la infraestructura urbana de las 
nuevas colonias. Por ejemplo, en el fraccionamiento del "Paseo" des- 
tinado a familias adineradas, exigió la garantía de que los concesiona- 
rios establecieran los servicios públicos por su cuenta, prometiendo 
su reembolso posterior por el Ayuntamiento. De igual forma, los 
concesionarios de la colonia Roma proporcionaron los servicios me- 
diante un contrato entre el Ayuntamiento y la colonia, que establecía 
claramente las características de construcción y los mecanismos de 
financiamiento y de reembolso de los gastos realizados por la em- 
presa fraccionadora. Sin embargo, esta preocupación del gobierno 
no se extendió a la situación de la vivienda popular. 
Una de las principales preocupaciones del Ayuntamiento en la 
primera década del siglo, consistió en garantizar la coristrucción de 
atageas, dotación de agua potable y pavimentación de las calles en las 
nuevas colonias para los grupos de altos ingresos, como ya se indicó. 
Para ello el capital extranjero participó directamente en la dotación 
de la infraestructura urbana. Por ejemplo, en la mencionada colonia 
Paseo intervino la empresa Paseo lmprovement Company. 
El modelo de expansión horizontal de la Ciudad de México se 
enfrentó a diversos obstáculos, principalmente al problerna de la insu- 
ficiencia de recursos para los gastos urbanos. Así, el gobierno de la 
ciudad afirmaba que para las finanzas municipales no era nada con- 
veniente el creciente aumento de la extensión de la ciudad, regis- 
trado poi- medio de casas pequeñas, ya que rendían escasas contri- 
buciones, pues no podían asignárseles fuertes gravámenes. 
Nuevas colonias 
El crecimiento urbano se reflejó en el ritmo de fraccionamiento de la 
tierra urbana. Con carácter ilustrativo se presentan algunos ejemplos 
de colonias nuevas. Para describir las principales acciones emprendi- 
das por diversos grupos económicos, en la creación de nuevas colo- 
nias, se recurre a la información del Archivo Histórico de la Ciudad 
de México. Cabe aclarar que esta información contempla el proce- 
so de expansión de la ciudad mediante la urbanización "formal". Es 
decir; aquella que se realiza bajo los preceptos legales, y que deja al 
margen el desarrollo generado por medio de invasiones o por algún 
otro método "no formal". 
Bajo la idea portirista de construir espacios urbanos "moder- 
nos"; el proceso de fraccionamiento y venta de terrenos durante el 
porfiriato estuvo regulado. sobre todo a partir de 1903, mediante la 
revisión. autorización y supervisión de los proyectos de creación de 
colonias. A manera de ejemplo, se indican algunas acciones relevan- 
tes de los promotores inmobiliarios del periodo 1 890- 19 10. 
1 )  Ampliación de la colonia "El Carmen" en Coyoacán. Dicho 
proyecto contemplaba incorporar 4 1 hectáreas a uso habitacional y 
de vías públ~cas. Sin embargo el dictamen de la Comisión de Ingenie- 
n'a Sanitaria del Consejo Superior de Gobierno, así como la munici- 
palidad de Coyoacán, se inclinaban a no autorizar este nuevo frac- 
cionamiento. ya que la demanda de servicios que implicaba estaba 
por encima de las posibilidades de la municipalidad. 
Los elementos básicos del juicio técnico de dicha Comisión eran 
que, según el censo de 1900, Coyoacán y Santa Catarina canta- 
ban con 1 800 habitantes, y ocupaban una superficie de la siguiente 
forma: Coyoacán 33 hectáreas; Santa Catarina 26 hectiireas; colonia 
del Carmen 43 hectáreas; colonia San Miguel 2 1 hectáreas. En total 
cubrían 124 hectáreas. En los terrenos urbanos de Coyoacán y de 
Santa Catarina, se registraba. en números redondos, una densidad 
de 15 habitantes por hectárea. Comparando ésta con la observada 
en otras municipalidades se encuentra que la población que habita- 
ba las cabeceras municipales deTacubaya era de 60 hablha.; Mixcoac, 
53 hablha. Guadalupe, 33;Tlalpan, 16. Es decir;Tlalpan, que era la más 
lejana de las poblaciones de la ciudad, tenía mayoi- densidad de 
población que Coyoacán. Por lo tanto, no había razón según el dicta- 
men. que justificase el aumento de la superficie urbana ce Coyoacán, 
ni mucho menos tratándose de 4 1 hectáreas. 
Pues bien, las anteriores cifras revelan que la nueva colonia sig- 
nificaba un aumento del 33% en la extensión de los terrenos urba- 
nos de Coyoacán. Así, la pregunta que se formulaba la Comisión del 
Consejo Superior de Gobierno, era, ¿qué razón nos apoyaría para 
recargar el presupuesto de servicios de la municipalidac? A pesar de 
la apreciación negativa, el gobierno de la ciudad autorizó la creación 
del nuevo fraccionamiento. 
2) La empresa Peñón de los Baños era propietaria de una 
extensión de un millón de metros cuadrados para furicar la colonia 
"Romero Rubio" ocupando, para ello, 665 405 metros cuadrados. 
Esta colonia sería, según se decía, la primera colonia para trabaja- 
dores. La Compañia de Construcción y Préstamos en México era la 
encargada de administrar y vender los terrenos, así corno de cons- 
truir viviendas de bajo costo. Cabe indicar que el propietario inme- 
diato anterior del terreno había sido Manuel Romero Rubio, promi- 
nente político porfirista y líder del grupo de los científicos. 
En el transcurso de la aprobación de la solicitud de creación de 
esta colonia, se observaron diversas modificaciones en las condicio- 
nes del contrato de ur6anización entre el propietario y el gobierno de 
la ciudad. En un principio la Dirección General de Obras Públicas. 
por medio de su Comisión, había fijado cuotas de edificación como 
las siguientes; o) se edifican'an 334 casas con un costo de $2 000.00 
y cuyo precio de venta no sería superior a $2 300.00 y en caso de 
arrendarse, el límite superior sería de $20.00 mensuales; b) se cons- 
truirían 33 viviendas con un costo de $1 500.00 y su precio de venta 
sería de $ 1  725.00, y la renta mensual de $15.00; c) se levantarían 
33 casas con costo de $1 000.00 cada una y el monto de la renta 
podría ascender a $10.00. Cabe señalar que en la modalidad de vi- 
viendas en renta se abná, por primera ocasión, una opción al inquilino 
de adquirir la vivienda, una vez que hubiera ocupado dicho inmue- 
ble durante 25 años, lo cual permitía al arrendatario convertirse en 
propietario sin desembolsar otra cantidad. 
En el último proyecto de contrato de la Direcc~ón General de 
Obras Públ~cas con la empresa fraccionadora se destacan las siguien- 
tes cláusulas: la XV indicaba que el objeto de las casas es arrendarlas 
o venderlas a obreros u otras personas de recursos limitados. bajo 
la inspección del Consejo Superior de Gobierno del Distrito Fede- 
ral, y cada vez que el contratista venda o arriende alguna de estas 
habitaciones. debería obtener previamente el permiso de esa cor- 
poración. La cláusula XVll establecía que el gobierno subvencionaría 
la construcción de las casas con $600.00 por cada una de la primera 
categoría; $450.00 de la segunda y $300.00 de la tercera. Respecto 
a la cláusula XVlll hay que destacar que el resto de los terrenos no 
estaba sujeto a los criterios del Consejo Superior de Gobierno. La 
versión final del contrato fue publicada en el Diario Oficial del 7 de 
junio de 1907, en la cual no se contemplan todos los elementos que 
se hablan considerado en los diversos proyectos 
La htstoria de la conformación de esta colonia es sumamente 
ilustrativa de los mecanismos de apropiación, capitalización y es- 
peculación en las inversiones inm&ilianas, así como de los dife- 
rentes agentes economicos que intervienen en la formación de una 
colonia 
En síntesis, se puede esquematizar el proceso especulativo de 
la srgu~ente manera: en prrmer lugar; el rnversionista nacional acapara- 
ba grandes extenstones de terrenos tanto de haciendas como de 
ranchos privados para, en su momento, promover la construcción 
de una colonia. Una vez obtenida la autorización del gobierno de la 
Ciudad de México, vendía a inversionistas extranjeros los terrenos 
y cedía los derechos y obligaciones estipulados en los contratos de 
fraccionamientos Por su parte la compañía extranjet a proporcio- 
naba los servicios públicos respectivos y, posteriorn?ente, el Ayun- 
tamiento de la ciudad cubría los gastos realizados por la empresa 
extranjera en materia de servicios públicos 
Se debe destacar que en este periodo existe un número impor- 
tante de colonias que se realizaron al margen de las disposiciones 
oficiales, por ejemplo, la Dirección General de Obras Públicas infor- 
maba que la Compañía "Valle Gómez" estaba vendiendo. en forma 
indebida, una gran cantidad de lotes en la colonia llamada del Ras- 
tro, puesto que esos terrenos eran de propiedad municipal, se soli- 
citaba la nulificación de los contratos de ventas verificados en esos 
años Otras colonias promovidas sin autorización oficial fueron San 
Álvaro Peralvillo Chopo y el Cuartelito 
De manera esquemática, la expansión urbana de la ciudad ha 
estado vinculada a los grupos políticos y también a los grupos eco- 
nómicos nacionales y del extranjero. Así, en la integración de estos 
tres sectores, el capital extranjero marcó las reglas del fraccionamien- 
t o  de terrenos, y tanto altos funcionarios gubernamentales como 
miembros de los grupos económicos de México desempeñaron, en 
ocasiones, un papel de subordinación. 
En la época porfirista, el sector bancario registra un auge y una 
vinculación más estrecha con el capital extranjero. Algunas institucio- 
nes financieras vinculadas al capital extranjero y que tenían relación 
con las cuestiones habitacionales fueron: [Ceceña, 1970: 8 11 Sacie- 
dad Inmobiliaria Mexicana; Cía. Bancaria de Fomento y S.R. de Méxi- 
co; Banco Inmobiliario Mexicano; Banco Internacional e Hipotecario 
de México; Banco Hipotecario de CréditoTerritorial; Cía. Bancaria de 
Hipotecas y Préstamos; y Cía. Bancaria de la Ciudad de México. 
Algunos mexicanos promotores del crecimiento urbano fueron: 
Guillermo de Landa y Escandón, gobernador del estado de More- 
los; Pablo Macedo, presidente del Congreso 1907- 19 10; Gabriel 
Mancera, presidente del Congreso en 1904- 1906; Luis Elguero y 
Fernando Pimentel y Fagoaga. 
Cabe destacar la participación del grupo llamado de los cientí- 
ficos, formado y encabezado hasta su muerte por Manuel Romero 
Rubio. Este grupo tuvo una participación directa tanto en la apro- 
piación de los terrenos de la ciudad, como en la urbanización del 
Distrito Federal; ya que este grupo acaparaba los contratos de alum- 
brado público y de asfalto de la ciudad. Naturalmente este grupo es- 
tuvo vinculado al capital extranjero, que era en última instancia quien 
ejecutaba las obras. Así, en las obras del drenaje de la ciudad, se 
emplearon contratistas franceses, en la pavimentación de calles 
se concertaron contratos con la Barber Asphalt Paving Company y 
otros con laThe Neuchatel Asphalt Company Limited.También se re- 
currió a extranjeros para modernizar el alumbrado público, por 
ejemplo estas obras las realizó la compañía inglesa Siemens and 
Halske [Ochoa, 1966: 2471. 
La urbanización de terrenos por los grupos inmobiliarios for- 
malmente constituidos estuvo orientada a la creación de colonias. 
en la mayor parte de zonas habitacionales para la clase gobernante 
y estratos medios, dejando al margen las necesidades de la pobla- 
ción mayoritaria. La población asalariada, por lo contrario, encontró 
como única forma de resolver sus problemas de carencia de vivienda, 
la ocupación de terrenos municipales o bien, la adquisición de terre- 
nos en fraccionamientos ilegales o el hacinamiento en vecindades. 
En resumen, la época de 1900- 19 10, se caracteriza por la pre- 
sencia y auge de las inversiones de los promotores inmobiliarios, or- 
ganizados en sociedades anónimas, fraccionando grandes extensiones 
de haciendas y ranchos con el apoyo del financiamiento bancario y 
en ocasiones, también promovieron la construcción de casas y edifi- 
cios para los sectores de amplios ingresos. En este periodo los promo- 
tores inmobiliarios adquirieron una presencia política, que se reflejó 
en las negociaciones con el Ayuntamiento para la creación de colo- 
nias de acuerdo con sus intereses económicos. 
En la siguiente década: a raíz del movimiento armado, la Ciudad 
de México experimentó un crecimiento poblacional importante que 
no estuvo acompañado de nuevas construcciones ni de un mejora- 
miento de las condiciones habitacionales. De esta manera. la carencia 
de vivienda se agudizó, dando lugar al encarecimiento de las rentas. 
Los conflictos entre los propietarios y los inquilinos se hicieron evi- 
dentes, por lo que en el año de 19 17 se discute por primera ocasión 
en la Cámara de Diputados, una iniciativa de ley sobre el problema 
inquilinario. 
Primeras leyes inquilinarías 
Entre 19 1 O y 192 1, época de grandes confiictos políticos y económi- 
cos, el sector inmobiliario disminuyó su acción en el campo de la 
promoción de nuevas colonias, y por  su parte la población de la Ciu- 
dad de México se incrementó de 47 1 000 a 662 000 habitantes. Por 
lo que la carencia de vivienda se hizo notoria para los estratos de 
bajos ingresos. 
Desde principios de siglo. la relación entre los ingresos familia- 
res y el importe de la renta mensual, había estado eri despropor- 
ción; se estimaba que una familia de la clase media percibía ingresos 
de entre 80 y 100 pesos mensuales, y en esos años los alquiler-es 
eran de 30 y 50 pesos mensuales y rápidamente ascendieron a 100 
y 120 mensuales [González, 1973: 861. 
De 19 1 O a 192 1 los alquileres aumentaron en un 500% en Ve- 
racruz y en un 400% en la Ciudad de México. 
En 19 19 el Departamento deTrabajo elaboró un estudio comparativo 
de alquileres urbanos, tomándose datos de Estados Unidos, algunos 
países europeos y México; se comparó la relación entre el salario y la par- 
te de éste que se canalizaba al pago de la renta. Los resultados pusieron 
en claro. que los alquileres en México absorbían una mayo- proporcrón del 
salario que en cualquier parte del mundo [Huerta, 1988: 1671. 
En el periodo posrevolucionario, en particular, se registraron di- 
versas protestas inquilinarias, principalmente por la ausencia de leyes 
que regularan las relaciones entre el propietario y el inquilino. Ante 
esto, el gobierno de la ciudad expidió ciertas medidas jun'dicas, con el 
objeto de proteger a los inquilinos. 
En primer lugar; cabe señalar que la Constitución Política promul- 
gada en 19 17 señalaba en la fracción XII del artículo 123, que inde- 
pendientemente del tipo de actividad, los patrones están obligados 
a proporcionar a los trabajadores habitaciones cómodas. por las que 
deberán cubrir rentas que no excederán del .5% mensual del valor 
catastral. 
En segundo lugar, otro instrumento jurídico expedido por el 
gobierno de la Ciudad de México fue el decreto mediante el cual se 
prohibía el arrendamiento de las fincas urbanas a un precio superior 
fijado el 1 de abril de 19 16. 
En torno al debate legislativo sobre la situación del inquilinato, en 
19 17 se presenta ante la Cámara de Diputados el proyecto de ini- 
ciativa de ley inquilinaria [Diario de los Debutes, 23 de septiembre de 
19 17: 141. Este proyecto de ley inquilinaria establecía que los pro- 
pietarios están obligados a valorizar y registrar, en forma real, sus tincas 
ante el Catastro de la ciudad, con la intervención de peritos valuado- 
res nombrados por el gobierno. Esto serviná de base para establecer 
el monto de la renta, ya que se indicaba que las viviendas ubicadas 
en la Ciudad de México pagarían en arrendamiento el medio por 
ciento mensual del valor catastral actualizado. En el caso de las fincas 
ubicadas en las municipalidades pagarían en arrendamiento el 1% 
mensual. 
Aparte de la diputación sinaloense que suscribió esta iniciativa, 
la Liga de lnquilinos del Distrito Federal manifestó públicamente sus 
puntos de vista sobre la problemática inquilinaria y su adhesión a dicha 
rniciativa. La Liga de lnquilinos del Distrito Federal señalaba que el 
movimiento armado había dejado miles de viudas, niños huérfanos 
y hermanas desamparadas, así como miles de hombres inválidos. La 
población de la Ciudad de México debía soportar las malas y caras 
habitaciones. por tanto era urgente reglamentar y proceder de mane- 
ra enérgica para que los propietarios de vecindades respetaran las 
disposiciones legales. 
Además. la Liga de lnquilinos del Distrito Federal indicaba que el 
inquilino, desde la época colonial, había soportado 
un modo de vivir. ya no de seres humanos. sino peor que de animales. 
pues algunos caballos tienen amplias y aseadas caballerizas, mientras que 
nuestras llamadas habitaciones no tienen luz, aire. sol y agua suficiente. 
Se pagan exorbitantes rentas por  cuartuchos que no tienen piso y el 
terreno es tan húmedo. que resulta sumamente antihigiénico [Diario de 
los Debates, 6 de octubre de 19 17: 81. 
Paralelamente a la iniciativa de ley inquilinaria de los diputados 
sinaloenses, la Liga de lnquilinos demandaba algunas medidas concre- 
tas para atenuar el grave problema inquilinario que debían incluirse 
en la iniciativa de ley. En forma breve, se establecía: los propietarios 
tienen la obligación de anunciar públicamente cuando haya una vivien- 
da desocupada, con el fin de que nuevos inquilinos puedan rentarla. 
Que las viviendas tengan un sitio adecuado para el depósito de la 
basura. Que los dueños de las viviendas paguen salarios equitativos 
a sus porteros. Que las zonas comunes tengan alumt~rado. Que las 
casas tengan agua, lavaderos, tendederos y un cuarto de baño. Que 
se suspendan los juicios de lanzamiento. Que los artículos de la ley 
no sean renunciables. Que no haya depósitos, anticipos, ni fianzas. 
A pesar de la presión social ejercida por la Liga de Inquilinos del 
Distrito Federal, mediante manifestaciones públicas, y por las reite- 
radas intervenciones de los diputados sinaloenses, la Cámara de Dipu- 
tados dictaminó desfavorablemente sobre el particular en diciembre 
de 19 17. En esencia sostenía que la citada iniciativa de ley presentaba en 
su instrumentación serias dificultades, ya que exigía la existencia 
o la previa formación del catastro de la propiedad, lo que no podría 
hacerse sino en un largo periodo, lo cual retardaría los efectos de 
esta ley, que debería ser puesta en práctica de inmediato.También 
se reconoció como inconveniente el tomar en cuenta el valor de las fin- 
cas como único criterio para establecer la renta, ya que los mismos 
propietarios exagerarían el precio de sus fincas [Diano de los Deba- 
tes, 29 de diciembre de 19 17: 141. 
Ante la urgencia de la situación y considerando los elementos 
del dictamen del pleno de la Cámara de Diputados, el grupo de dipu- 
tados sinaloenses, encabezados por F. Villarreal, propuso otro pro- 
yecto de ley inquilinaria que contenía los siguientes elementos: 
Los propietarios deberán sujetarse a las disposiciones del 14 de sep- 
tiembre y 14 de diciembre de 19 16, sobre las formas en que deben pa- 
garse los alquileres. 
N o  será causa de lanzamiento la falta de pago de rentas atrasadas. 
Se consideran prorrogables los contratos. 
Los propietarios podrán exigir una renta adelantada. y en su defecto, 
la firma de un fiador. 
Solamente por la falta de pago de dos mensualidades ~ o d r á  exigirse 
la desocupación. y se concederá un mes de plazo para efectuarla. 
Los propietarios no podrán aumentar el monto de las rentas durante 
la vigenc~a del contrato. 
Los dueños están obligados a conservar sus casas en perfecto esta- 
do. en caso contrario el inquilino dará mantenimiento a cargo de las 
rentas que perciba el propietario. quien quedará obligado a descontar 
los gastos que se originen. de dichas rentas. 
El inquilino deberá dar aviso al propietario. con 10 días de anticipa- 
ción. cuando desee desocupar la casa. 
N o  podrán embargarse los muebles del inquilino. siempre y cuando 
no exceda de 3 000 pesos el adeudo de mensualidades. 
Al final, esta iniciativa fue turnada a las comisiones respectivas para 
su resolución: se archivó y no fue puesta a discusión en el pleno de 
la Cámara de Diputados. 
Entre 19 17 y 1925. se desarrolla una intensa lucha social en 
torno al problema inquilinario en diversas regiones del país, por ejem- 
plo: puerto de Veracruz [García. 1976: 71, Guadalajara [El Universal, 
9 de febrero de 19221 y Orizaba [El Universal, 5 de abril de 1922: 31. 
El año de 1922 fue clave para el movimiento inquilinario, ya que 
se declaran diversas huelgas inquilinarias en el Distrito Federal paibo, 
19831, Guadalajara [Durand. 198 11, Mérida y en el puerto de Vera- 
cruz. Los inquilinos suspendieron el pago de la renta y proponían una 
nueva legislación inquilinaria. Estos movimientos tuvieron una amplia 
difusión y quizá se trató de un fenómeno estructurado a escala nacio- 
nal [Durand, 1989: 6 11. La huelga de pagos de 1922- 1925 fue el 
movimiento de masas más consistente en la década de los veinte, 
junto con las organizaciones de tranviarios, en el caso de la Ciudad 
de México. 
Ante la presión ejercida por los inquilinos en los diversos estados 
de la República, los gobiernos estatales expidieron leyes inquilinarias. 
Algunas de ellas fueron las siguientes: en San Luis Potosí se emitió 
una Ley lnquilinaria el 29 de mayo de 1925. En Nayarit se expidió la 
Ley del lnquilinato el 30 de junio de 1926. posteriormente se derogó 
por el Código Civil del 20 de junio de 1927. En Zacatecas se emi- 
tió la Ley del lnquilinato el 22 de diciembre de 1925. En Veracruz se 
decretó la Primera Ley del lnquilinato el I I de julio de 1922, y la Se- 
gunda Ley del lnquilinato el 26 de abril de 1923. EnYucatán, se expi- 
dió la Ley lnquilinaria el 8 de enero de 192 1 ,  su reglamentación el I 
de abril de 1922, ambas derogadas mediante la promulgación de la 
Segunda Ley Inquilinaria del 12 de abril de 1922. En Aguascalientes, 
el gobierno emitió la Ley del lnquilinato el 30 de mayo de 1925. Fi- 
nalmente en Campeche, se expidió la Ley del Inquilinato el 24 de 
abril de 192 1 .  Casi todas estas leyes han sido derogadas y en su lu- 
gar el Código Civil de cada estado contempla la regulación jurídica 
entre el propietario y el inquilino. 
En el caso particular de la Ciudad de México, se formó el Sindi- 
cato de inquilinos del Distrito Federal, que presentó a la Cámara de 
Diputados un proyecto de Ley lnquilinaria en diciembre de 1922 [DIO- 
no de los Debates, 14 de diciembre de 19221. En términos generales 
establecía: 
Demanda que se declare de utilidad pública el art-endamlento de 
casas habitación. así como de escuelas e instituciones de beneficencia. 
El monto de la renta no excedetá del 5 por ciento anual sobre el valor 
catastral de las mismas. En caso de no contar con valor catastral, se to- 
mará en cuenta el valor fiscal declarado el 25 de agosto de 1922. 
Las mensualidades se pagarán al vencerse el mes y el propietario sólo 
podrá pedir un depósito equivalente a un mes de renta. 
El tiempo del arrendamiento es indefinido, siempre y cuando el inqui- 
lino esté al corriente en el pago de la renta. 
Se creará un Departamento del Inquilinato, dependiente del gobier- 
no del Distrito Federal. La jefatura de este Departamento estará bajo 
el control de un consejo, formado por funcionarios del gobierno y dos 
representantes del Sindicato de Inquilinos. 
El Departamento tendrá las siguientes funciones: a) Expedirá los con- 
tratos de arrendamiento. b) Recaudará los depósitos de garantía y, los 
intereses que produzca dicha cantidad, se canalizarán para la construc- 
ción de casas económicas mediante la constitución de un fondo. c) Vigi- 
lará el cumplimiento estricto de las disposiciones sanitarias. 
El propietario está obligado a informar al Departamento del Inquili- 
nato cuando esté desocupada la vivienda. 
Se procederá al lanzamiento de los inquilinos en los siguientes casos: 
a) Por falta de pago de tres mensualidades consecutivas. salvo en los ca- 
sos de enfermedad o falta de trabajo. El Departamento del Inquilinato 
determinará las situaciones de excepción. b) Por violación al contrato res- 
pecto al uso de ia casa. 
El inquilino tendrá el derecho, en caso de que el propietario se rehúse 
a recibir la renta. de efectuar el depósito de dicha renta en el Depar- 
tamento del Inquilinato. 
Toda demanda de desocupación deberá ser acompañada del contrato 
de arrendamiento y de la constancia que acredite el pago de corriente de 
contribuciones. 
En caso de lanzamiento no podrá retenerse bajo pretexto de cubrir 
rentas. ningún utensilio de uso doméstico. 
En el ambiente político de conformación de un grupo en el 
poder; el otorgar beneficios a los inquilinos de la Ciudad de México, 
significaba reducir los beneficios de un gran sector de las fuerzas de 
poder; por lo que, a pesar del apoyo y respaldo de un sector amplio 
de diputados, esta iniciativa fue frenada y congelada por  el presidente 
Álvaro Obregón, quien señalaba: jse pretende solucionar el problema 
del inquilinato solamente por  el momento actual o se pretende resol- 
ver este problema de una forma definitiva? [Durand, 1989: 751. 
En resumen, en la primera década del siglo, la participación de 
los promotores inmobiliarior. estuvo encaminada al fiaccionamiento 
de grandes extensiones de haciendas y ranchos, para dar habitación 
a la oligarquía pohriana, así como a los sectores de altos ingresos, y 
en eventuales ocasiones a los trabajadores. En la segunda década, el 
ritmo de fraccionamiento de la tierra disminuyó por parte de los pro- 
motores inmobiliarios; sin embargo, la creación de asentamientos 
populares fue mayor en la periferia. Las consecuencias del proceso 
revolucionario de 19 10. agudizaron las condiciones de vida de los inqui- 
linos y permitieron el surgimiento de movimientos inquilinarios que 
en la década de los veinte adquieren fuerza política. 
En la década de los treinta el conflicto inquilinario adquirió mani- 
festaciones débiles de organización y la lucha política de los inquilinos 
se atenuó, debido a la formación de colonias populares. Así, la lucha 
urbana pasó de política de resistencia -huelga inquilinaria- a una acción 
de conquista -a demanda de terrenos urbanizables-.A finales de los 
treinta y principios de los cuarenta, el problema inquilinario adquirió 
nuevas dimensiones y manifestaciones. 

CRECIMIENTO URBANO Y 
VIVIENDA EN RENTA DURANTE 
LOS AÑOS CUARENTA 
POR EL modelo de expansión urbana y el carácter de las expresiones 
políticas, la década de los años cuarenta se ha constituido como el se- 
gundo momento histórico más importante en la evol~ción del pro- 
blema de la vivienda en renta en la Ciudad de México. Aunque cabe 
aclarar que en algunas ciudades del país el conflicto del arrenda- 
miento de inmuebles adquirió mayor fuerza a finales del periodo carde- 
nista. Por ejemplo, se registraron protestas sociales en Nayarit, Sinaloa, 
Tamaulipas y Colima. Indudablemente este segundo momento de la 
cuestión inquilinaria, como el anterior; se caracteriza en terminos gene- 
rales. por el insuficiente número de viviendas y por el encarecimiento 
de las rentas. 
Los años cuarenta se caracterizan por los procesos de invasión 
de terrenos pt-ivados y estatales, así como por la promoción inmo- 
biliaria estatal en la formación de colonias proletarias. F'or otro lado, 
las expresiones políticas en torno a la cuestión inqu linaria crista- 
Iizai-on en la expedición de los decretos comúnmente llamados de 
congelamiento de rentas y en la propuesta de leyes inqiiilinarias. 
En 1940, el Distrito Federal contaba con cerca de 1 727 000 habi- 
tantes. Distribuidos en la antigua Ciudad de México, dt-ededor de 
1 4 19 000 y en las delegaciones periféricas cerca de 308 000. Se- 
gún datos oficiales sólo existían 83 694 personas propietarias de algún 
inmueble. En particular; el problema de la vivienda en -enta, para el 
año de 194 1 .  según datos oficiales, afectaba acerca de 26 000 casas 
habitación ocupadas por más de 90 000 familias de la Ciudad de 
México [El  Nacional, 2 1 de octubre de 194 1 : 71. 
Algunos datos que permiten conocer las condiciones habitacio- 
nales en la década de los cuarenta, son aquellos presentados en el 
Censo General de Población de 1950. En ese año el Distrito Federal, 
con una población de 4 200 000 disponía de 8 15 702 viviendas, de 
las cuales el 10.7% puede considerarse de buena calidad, es decir; 
contaba con los servicios urbanos básicos y la calidad de los mate- 
riales de construcción era adecuada. Y el resto, o sea e! 89.3% está 
considerado en términos generales como malo por carecer de los 
servicios básicos como agua y drenaje, de éste el 50.8%. o sea, 4 14 255 
viviendas, estaban clasificadas como tugurios o jacales, no tenían servi- 
cios y la construcción era provisional [Tiempo, 22 de julio de 1957: 161. 
En los siguientes apartados se delinean ciertas particularidades 
de los actores de la urbanización de la ciudad, poniendo énfasis en 
la definición de la política habitacional del Estado. En segu~do término 
se aborda la situación inquilinaria, en especial los decretos de congela- 
miento de rentas y las iniciativas de leyes inquilinarias de 1945 y de 
1947. 
Política de creación 
de colonias populares 
Una de las principales acciones del Estado en materia de vivienda obre- 
ra, fue la creacion del Comite Intersecretarial de la habitación para los 
trabajadores, decretada en noviembre de 194 1, cuya finalidad era pro- 
mover la formacion de colonias Ademas. se impulso el programa de 
construcción de casas populares y la creación del Banco de Fomento 
de la Habitación con el objeto de facilitar la adquisición de viviendas 
higiénicas y baratas por parte de la clase trabajadora. El banco inició 
sus actividades con una inversión de $10 000 000.00 provenientes 
del gobierno federal, de la Dirección General de Pensiones; del Insti- 
tuto Mexicano del Seguro Social, y de algunas compañias de seguros 
y fianzas. Al iniciar sus actividades, se tenía contemplada la edifica- 
ción de 7 000 casas durante el primer año de trabajo. 
Otro hecho importante fue el decreto publicado el 24 de fe- 
brero de 1942, que reiteraba la obligación de las empresas de propor- 
cionar viviendas a sus trabajadores. Éste pretendía que todas aquellas 
empresas cuya ubicación estuviese distante de los poblados. haciendo 
difícil o imposible qlAe los trabajadores cubrieran sus necesidades de 
habitación, proporcionaran vivienda adecuada a sus trabajadores; aun- 
que éstos disfrutaran de salarios suficientes para satisfacer sus necesi- 
dades restantes. 
Ante este ordenamiento, las protestas de los grupos empresa- 
riales se dieron por diversos medios; uno de ellos fue la promoción 
de amparos. Así, tres años después del citado decreto, la Suprema 
Corte de justicia determinó que no estaban obligadas a construir 
casas habitación a sus trabajadores las empresas particulares que 
promovieron el juicio de amparo. Entre ellas figuraban las siguientes 
negociaciones: "El Palacio de Hierro", "El Puerto de 'deracruz", "El 
Centro Mercantil": "The United Shoe & Leather Co.","La Hulera Indus- 
trial", y otras. El fallo de la Suprema Corte de justicia declaraba que 
el Ejecutivo de la Unión, y cualquier otra autoridad administrativa, 
federal o local. carecen de potestad para reglamentar el artículo 123 
de la Constitución. Sólo el Congreso de la Unión puede legislar ai 
respecto, tal como lo establece la misma Constitución en su artículo 
73 [Tiempo. 3 de agosto de 19451. 
La creación de organismos abocados a la promoción de vivien- 
das fue notable en esos años. En 1946 inició sus actividades el Banco 
Internacional Inmobiliario como una institución de ahorro y présta- 
mos para la vivienda familiar Otorgaba préstamos hipotecarios para 
que los ahorradores construyeran habitaciones bajo condiciones fa- 
vorables de crédito. El financiamiento estaba canalizado a las familias 
que no contaban con un terreno que les permitiera recurrir a los ban- 
cos hipotecarios o a otros órganos similares de crédito [Tiempo. 22 
noviembre de 19461. Por otro lado, la participación del Banco de Fo- 
mento de la Habitación fue significativa. ya que atendía a los asalaria- 
dos del sector público. En 1946, se entregaron alrededor de 500 vi- 
viendas en la colonia del Parque a los trabajadores de los Talleres 
Gráficos de la Nación. 
A finales de 1946, se expide la Ley del Servicio Público de Habi- 
tación Popular; que establece la construcción. a cargo del DDF y del 
Banco Urbano y de Obras Públicas, de casas baratas y de precios 
'medios. asícomo casas mukifamiliares en diversos rumbos de la ciudad. 
Como se ha dicho, uno de los principales rasgos de la política 
habitacional del régimen de Ávila Camacho consistió en la formación 
de colonias populares, para lo cual promulgó un decreto que decla- 
ra de utilidad pública el fomento y mejoramiento de las habitaciones 
para las clases pobres del Distrito Federal. 
En julio de 194 1, el Departamento del Distrito Federal expidió 
el reglamento promejoramiento de las colonias, con la finalidad de 
regular el poblamiento popular: Con esta política se formaron diver- 
sas colonias para trabajadores organizados en varias agrupaciones. 
Los mecanismos de creación de colonias fueron distintos. cabe 
destacar la participación de grupos de invasores o de inquilinos. Un 
ejemplo de la participación de estos segundos fue la posesión que 
dio el Departamento del Distrito Federal a tres mil familias patroci- 
nadas por el Bloque Nacional de Colonos e Inquilinos Revoluciona- 
rios del D.F., de los terrenos del exrancho de la Soledad, ubicado en 
el petfmetro de Iztapalapa. En este caso, el Estado expropió alrededor 
de 100 hectáreas que estaban sujetas a un proceso especulativo, en 
el que el propietario adquirió estos terrenos en $20 000.00 y los 
había ofrecido en venta a razón de tres pesos el metro cuadrado. y 
finalmente una empresa fraccionadora le había ofrecido pagarle a 
seis pesos el metro cuadrado [Tiempo, 2 1 de febrero de 1947: 91. 
La vivienda en renta 
en el periodo 1940- 1950 
Es notoria la falta de información estadística respecto al comporta- 
miento de los precios de las rentas de inmuebles en nuestro país. 
sobre todo tratándose de datos históricos. La carencia de cifras es 
impresionante. Por tal motivo se pretende establecer objetivamente 
algunos rasgos del mercado inmobiliario de renta; para ello se recopi- 
ló información sobre las características del mercado mediante la re- 
visión hemerográfica. encontrándose rasgos sumamente reveladores 
que a continuación se exponen en forma breve. 
La zona central ha sido con el paso del tiempo eminentemente 
una zona de vivienda en renta. Según el muestre0 realizado, se encon- 
tró que las principales colonias en donde se ubica la oferta de vi- 
vienda en renta han sido las siguientes: Narvarte, Roma. Polanco. Del 
Valle, Coyoacán, Condesa, Centro, Nápoles, Anzures, Portales, Cuauh- 
témoc, Moctezuma, Juárez, Tacubaya. Peralvillo, Anáhuac, Doctores, 
Guerrero, Santa María la Riviera. Obrera. Álamos y otras. 
Desde el punto de vista estadístico, la distribución de frecuencia 
correspondiente al periodo 1940- 1950 reveló los siguientes datos: 
en 1945, el 16% de la oferta se ubicó en la colonia Narvarte, con un 
promedio de renta de $140.00; el 10% en la colonia Roma, con 
renta promedio de $200.00; Polanco, el 6% con renta mensual de 
$200.00 y en la colonia Centro el 6% con renta promedio de $120.00. 
La presencia de estas colonias es permanente en este periodo; ade- 
más se fueron incorporando otras colonias como: Mixcoac, Del Par- 
que,Tlalpan, etcétera. 
Con base en la información procesada (véase el cuadro 2), se 
pueden clasificar los resultados de la distribución de rentas de la 
siguiente manera: 
renta baja, equivalente a menos de I O días de salaric mínimo; 
renta media. correspondiente a los inrnuebles cuya renta oscila entre 
I I y 18 días de salarlo mínimo; 
renta media alta, comprende las viv~endas cuya renta oscila entre 19 
y 26 días de salarlo mínimo; 
renta alta. de 27 a 35 días de salario mínimo; 
renta cara. de 36 días de salarlo mínimo a más de 100 d/s/m. 
Bajo esta clasificación, la estructura de rentas en el periodo 1940- 
1950 revela una alta concentración de inmuebles cuya renta se ubica 
en el grupo de renta media y media alta. 
SI se considera la renta promedio y se obtiene la equivalencia 
en días salario mínimo en el Distrito Federal, se encuentra que la 
DISTRIBUCIÓN DE LAS RENTAS EN EL D.E SEGÚN 
SU GRUPO, 1940- 1950 EN PORCENTAJES 
CONCEPTO 1940 1945 1 9 ~ 0  
-- - 
-- 
Renta baja 2 2 129 198 
Renta media 31 7 41 2 44 7 
Renta media alta 34 2 23 4 25 7 
Renta alta 195 145 6 6 
Renta cara 2 4  8 0 3 2 
Total 1000 O 0 0  1000 
--- - 
Nota Se Iriilizaron orecios constantes de 950 
vivienda en arrendamiento se ha encarecido constantemente. Así, 
en 1940 se requerían 18.6 d/s/m., para cubrir el monto de la renta 
promedio; en 1945 se incrementó a 25.2 d/s/m., y en 1950 se re- 
querían 26.8 d/s/m (véase el cuadro 3). 
RENTAS PROMEDIO DE LOS INMUEBLES EN 
EL DISTRITO FEDERAL, 1940- 1950 
(Precios corrientes) 
--- ~- ~ 
~~ - 
~ ~ -- 
ANO MONTO DE ~4 RENTA EQUIVALENCIA EN D,S:M 
-~ - .--p--p ~ ~ 
1940 75.75 18.62 
1945 169.60 25.2 1 
1950 301.91 26.87 
~- -- -- ~ ~ 
Fuente Archivos Cdata ~ ~ 1 4 0 .  UN 45, ~ ~ 1 5 0 ,  ~ ~ 1 5 5 ,  UN 60. U N ~  65, txc45, i x d 0  ac55 ~xi60. ~xc65 y Archivo 
Basic PI. en A M ~  1 Y cinta rentas, febrero-mano de 1999. 
Otro dato ilustrativo consiste en los valores máximo y mínimo de 
las rentas detectadas en la muestra (véase el cuadro 4). Como pue- 
de observarse. éste abarca el periodo 1940- 1965, con el objeto de 
ilustrar la te~dencia del mercado de inmueble8 en renta. 
,\: ' : 1 













- - - - 
RE'JTA VAXlMA YUM N C C k  
- - - -- 
180 1 O0 
750 4166 
950 527 7 
l 200 666 6 
3 600 2 O000 
4 100 2 277 7 
--- -- 
- - 
hEhA MINIM hJM INDICE 
-- 
15 1 00 
80 533 3 
175 l 1667 
230 1 5333 
350 2 333 3 
510 3 400 0 
- 
Con la finalidad de conocer el grado y rapidez de los incre- 
mentos en las rentas, se transformó el valor de la renta en un índice 
para reflejar dicha tendencia. Los resultados revelan que las rentas 
mínimas se elevan más rápidamente que las rentas más altas.Toman- 
do como base el año 1940, se encuentra que la renta mínima se 
elevó de $15.00 a $5 10.00 entre 1940 y 1965. Es decir aumentaron 
en un 3 400%: y por lo contrario, la renta más alta, sufrió cambios 
de $180.00 a $4 100.00 o sea, se incrementaron 2 277%. Esto se ha 
constituido en una característica del mercado inmobiliario de rentas 
en la Ciudad de México. Las viviendas que no cuentan con todos los 
servicios urbanos y que son en su gran mayoría de dimensiones pe- 
queñas. generan mayor especulación que las viviendas caras. 
Otro dato ilustrativo consiste en los valores máximo y mínimo de 
las rentas detectadas en la muestra (véase el cuadro 4). Como pue- 
de observarse, éste abarca el periodo 1940- 1965, con el objeto de 
ilustrar la tendencia del mercado de inmuebles en renta. 
i, < 1 
RENTA MINIMAY MAXIMA EN EL DISTRITO FEDERAL 1940- 1965 
(Pesos corrientes) 
-- -- - 
A\ C FLbITA MAXIMA "IUM iND CE 
- -- - 
940 80 l 00 
945 750 4166 
19'0 950 527 7 
1955 l 200 666 6 
1960 3 600 2 O00 0 
1965 4 100 2 277 7 
-- 
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Con la finalidad de conocer el grado y rapidez de los incre- 
mentos en las rentas, se transformó el valor de la renta en un índice 
para reflejar dicha tendencia. Los resultados revelan que las rentas 
mínimas se elevan más rápidamente que las rentas más altas.Toman- 
do como base el año 1940, se encuentra que la renta mínima se 
elevó de $15.00 a $5 10.00 entre 1940 y 1965. Es decir; aumentaron 
en un 3 400%; y por lo contrario, la renta más alta, sufrió cambios 
de $180.00 a $4 100.00 o sea, se incrementaron 2 277%. Esto se ha 
constituido en una característica del mercado inmobiliario de rentas 
en la Ciudad de México. Las viviendas que no cuentan con todos los 
servicios urbanos y que son en su gran mayoría de dimensiones pe- 
queñas. generan mayor especulación que las viviendas caras. 
En términos generales, el número de viviendas de renta baja 
muestra una tendencia a disminuir su porcentaje en la composición 
de la oferta, en 1940 representaba el 12.2% y en 1965 sólo el 7.8%. 
Esta tendencia obedece a las transformaciones del mercado inmo- 
biliario de renta. De igual forma, la renta media se ha reducido sus- 
tancialmente de 3 1.7 a 24.8% en este periodo. Por lo contrario, los 
inmuebles de renta media-alta han registrado incrementos de 34.2 
al 4 1.9% y los inmuebles de renta alta han disminuido paulatinamen- 
te.Y lo más importante. los inmuebles de renta cara han elevado su 
participación de 2.4 a 12.9%. Así las viviendas de renta baja han 
disminuido y los inmuebles de rentas attas se han incrementado. Esta 
polarización es resultado de un proceso especulativo al que están 
sujetos los inmuebles. Viviendas que en ciertos años estaban ubica- 
das como viviendas medias, han pasado al grupo de renta alta. Es decir 
se ha registrado una movilidad vertical de las viviendas que no corres- 
ponde a una mejoría de las condiciones del inmueble. 
En conjunto, los elementos urbanos que influyeron en la con- 
formación de este tipo de mercado inmobiliario de renta. durante 
1940- 1950, fueron el papel de las invasiones de terrenos en el creci- 
miento urbano y los intentos del gobierno de la Ciudad de México 
por instrumentar programas de construcción de viviendas popu- 
lares. 
Control estatal de las rentas: 
decretos de congelamiento 
La década de los cuarenta se caracteriza principalmente, en materia de 
arrendamiento de inmuebles, por la intervención del Estado en el 
control de los precios de las rentas en determinado segmento de la 
vivienda arrendada. Los comúnmente llamados decretos de congela- 
miento, fueron la expresión jurídica de una política habitacional y 
urbana encaminada, en primer lugar, a agrupar bajo las reglas del sis- 
tema político a un sector social de la ciudad: los inquilinos. Además, 
pretendían modificar el patrón de comportamiento del mercado inmo- 
biliario. 
En 194 I , la Confederación deTrabajadores de México realizó un 
Congreso Económico, con el fin de analizar la participación de las diver- 
sas agrupaciones de trabajadores en la administración de empresas, 
ya sea de manera independiente o bajo la vigilancia del gobierno. En 
este congreso se indicó que la vivienda era uno de los problemas con 
mayor urgencia de solución. Éste. se afirmaba, exige una acción coor- 
dinada por el gobierno federal. Por tal motivo, la CTM recomendó al 
gobierno federal la constitución de un Consejo Técnico, integrado 
por los representantes de los diversos sectores interesados en la solu- 
ción del problema de la habitación popular para plantear alternativas 
a corto plazo del déficit habitacional. 
El ConsejoTécnico tendn'a el objetivo de proponer una Ley de la 
Habitación Popular así como presentar soluciones prácticas. Además. 
se propuso la constitución de una Comisión Nacional de la Habitación 
Popular para administrar un amplio plan de coristrucciión nacional. 
Por otro lado, también recomendaba que el gobierno vigilara y 
exigiera a los patrones el cumplimiento de la obligacióri que impone 
la legislación del trabajo, en el sentido de proveer habitación a los 
trabajadores. Además, la CTM reconocía la necesidad de constituir 
un banco único centralizado, encargado de colaborar- en el tinancia- 
miento de un gran plan de construcción [CTM, 1986: 7381. 
Al parecer un mes después de este Congreso, se unieron a es- 
tas demandas. la Confederación Regional Obrera Mexicana y la Con- 
federación General deTrabajadores, enfatizando la urgencia de pro- 
mover y fortalecer un proyecto de ley para combatir el alza de los 
arrendamientos [Morales, 1988: 271. 
Se reconocía que el problema habitacional era urgente de resol- 
ver; por ello. el Consejo Nacional Extraordinario de la cr.i en diciem- 
bre de 194 1 resolvió crear el Comité de Defensa Econ6rnica, integra- 
do por los representantes de los organismos nacionales confederados 
y otros sectores. Este comité tenía la finalidad de analiza- la situación 
económica nacional e internacional para presentar propuestas al go- 
bierno. En este examen de la economía mexicana, se incluyeron algu- 
nos comentarios sobre la necesidad de una ley que protegiera a los 
inquilinos. 
Al respecto, el estudio presentado al presidente Manuel Ávila 
Camacho por el Comité de Defensa Económica de la crrq [CTM. 1988. 
2551, contemplaba los lineamientos generales para la formulación de 
un plan de construcción de vivienda popular, en el marco de la inevi- 
table crisis económica nacional derivada de la segunda guerra mundial. 
El Comité de Defensa Económica consideró necesario que el 
gobierno estableciera un régimen inquilinario equitativo y humano. 
Para ello, sugirió que los propietarios de habitaciones destinadas al 
alquiler, debían registrar los contratos de arrendamiento en la Direc- 
ción General del Catastro. siendo imputable al propietario del inmue- 
ble la falta de inscripción del contrato de alquiler; en este caso el pro- 
pietario no podría entablar un juicio de desahucio.Adernás, las rentas 
de los inmuebles no podrían exceder en ningún caso d e  10% del in- 
terés anual sobre su valuación catastral. 
Además de la presencia de las organizaciones obreras repre- 
sentadas por las grandes centrales. también es importante señalar la 
participación de las organizaciones inquilinarias. Así, la Confedera- 
ción Inquilinaria del Distrito Federal. llegó a promover la suspensión 
de pagos de las rentas en un 50% para exigir a las autoridades un ava- 
lúo de los predios arrendados, sobre cuya base se fijaría una renta 
adecuada [El Nacional, 4 de junio de 194 1 : 21. Dos años después, de 
igual forma, la Confederación Inquilinaria Nacional promovió la huel- 
ga de pagos de renta, en la que se entregaría a los propietarios sólo 
el equivalente a lo: impuestos. Estas propuestas no se llevaron a cabo. 
Se afirma [Ramírez, 1986: 361, que los movimientos urbanos que sur- 
gieron en los años cuarenta. se oponían a los desalojos y alza de alqui- 
leres. Su arma de lucha fue la huelga de pagos y la organización de 
sindicatos de inquilinos. 
En este ambiente político, los gobiernos estatales y el federal 
expidieron decretos de congelamiento de rentas. Por ejemplo, en Du- 
rango se expide el 13 de agosto de 1942: en Guanajuato, el 24 de 
diciembre de 1942: en Guerrero, el 23 de junio de 1944: en el Es- 
tado de México, el I de junio de 1942; en Nuevo León, el 8 de julio 
de 1944; en Veracruz, el 30 de junio de 1942; en Aguascalien'es, ei 
19 de diciembre de 1943; en Coahuila, el 5 de agosto de 1942 y en 
Chiapas, el I O de diciembre de 1943. Estos decretos se expidieron 
en uri contexto de protestas sociales. 
Para el Distrito Federal, como ya es ampliamente conocido, el 24 
de julio de 1942 se publicó en el Diario Oficial de lo Fecleración el de- 
creto sobre la congelación de rentas. Baste señalar que en el artículo 
primero se indica que durante la vigencia de este decreto, las rentas de 
las casas, departamentos, viviendas y cuartos alquilados o rentados 
o cualesquiera otros locales susceptibles de arrendamiento o alquiler; 
ubicados en el Distrito Federal, no podrán ser aumentadas en ningún 
caso ni por ningún monto. El I I de noviembre de 1913 se expide 
otro decreto. que prorroga los contratos de arrendamiento de casa 
habitación por el tiempo que dure el estado de guei-ra. 
Las cifras de las viviendas con renta congelada varían según la 
fuente, así para Claude Bataillon, el decreto de congelamiento del I O 
de julio afectó acerca de l 13 000 viviendas, esto representaba la quin- 
ta parte de las habitaciones uhanas, beneficiándose poco más de un 
tercio de la población del Distrito Federal [Bataillon, 1979: 1061. Otra 
fuente indica que. en 1942, la Ciudad de México contaba con 1 .5 
millones de habitantes; el decreto afectó a 4 800 predios, es decir; a 
cerca de 120 250 viviendas en donde habitaban 640 000 personas. 
En consecuencia alrededor del 54% de la población obtuvo benefi- 
cios por el decreto [Romero, 1982: 221. 
El congelamiento de rentas fue recibido con beneplácito por 
diversas organizaciones inquilinarias; poi- ejemplo, el dii-igente de la 
Unión lnquilinaria declaraba que en ese momento se dejaban sentir las 
garantías individuales y las colectivas [Tiempo, 17 de julio de 1942: 51. 
Ciertos editorialistas atribuían exclusivamente al presidente Ávila 
Camacho la decisión del decreto. Se comentaba que el presidente 
de la República había visto muchas colecciones de fotografas, tomadas 
en los patios de vecindades y en las casas de departamentos; había 
escuchado las quejas de los inquilinos por las condiciones insalubres 
de las viviendas y por los aumentos constantes y arbitrarios que impo- 
nían los casatenientes. Por lo tanto su opinión era que esta situación 
no podía continuar; había que poner límite a los abusos [Tiempo, 17 
de julio de 1942: 61. 
Otras organizaciones inquilinarias consideraban que hacían fal- 
ta algunas medidas complementarias al citado decreto, como estable- 
cer un control en los montos de rentas, en relación con la zona de 
la ciudad en que se ubicasen. Además, la fijación de las rentas debe 
tomar en cuenta la extensión de la vivienda, ya que no hay razón para 
pagar lo mismo por una casa amplia que por una pequeña.Todo, con 
el fin de evitar que el propietario determine por su voluntad el precio 
de la renta [Tiempo, 24 de julio de 1942: 21. 
Por su parte, la Federación de Organizaciones Populares, en su 
prlmer consejo ordinario, planteó ante el consejo de la naciente Con- 
federación Nacional de Organizaciones Populares un conjunto de con- 
sideraciones sobre el problema inquilinario, centrándose en la expe- 
dición de una ley que controlara la fijación de la renta, ya que el 
decreto de congelación, por lo general, había sido violado [Morales, 
1988: 781. Es decir; que un cierto número de propietarios, a pesar de 
la congelación de rentas, elevaba considerablemente el monto de la 
renta. 
N o  obstante a los diversos decretos de congelamiento (1 942, 
1944 y 1948). el problema de la vivienda en renta continuaba sien- 
do uno de los principales de la población citadina. Casi al finalizar el 
sexenio de Ávila Camacho, se comentaba que de las dependencias 
del Departamento del Distrito Federal, la Oficina de Quejas y Con- 
trol de Rentas era la más visitada por los ciudadanos en demanda 
de justicia. Esta oficina tuvo a su cargo vigilar que los propietarios de 
inmuebles no cometieran ahitrariedades en contra de los inquilinos. 
Según estadísticas de 1946, cada día atendían entre 40 y 50 casos.Algu- 
nos hechos ilustrativos de las situaciones registradas por la prensa 
son los siguientes: 
El propietario cortó los cables de luz, luego que se negó a recibir el 
importe de la renta mensual, y finalmente amenazó a la inquilina con 
expulsarla de la casa a balazos. Con esto el propietario pretende aumen- 
tar la renta a los futuros inquilinos. 
La propietaria mandó derribar los inrnuebles como medio para de- 
salojar a los inquilinos. Se propone construir un moderno edificio que 
represente una mayor renta mensual. 
Los contratos de arrendamiento debían registrarse ante el gobier- 
no del Distrito Federal para comprobar que los precios de alquiler 
eran justos. Sin embargo, en gran número de situaciones, la medida 
carecía de importancia, ya que la mayoría de las personas aceptaban 
firmar contratos y recibir comprobantes de pago por cantidades infe- 
riores a las que entregaban en realidad.Además, cuando una casa se 
desocupaba y se presentaban cuatro o cinco personas a alquilarla, el 
propietario se sentía alentado para elevar la renta [Tiempo, 26 de 
octubre de 1945: 271. 
Se reconocía que el mayor obstáculo que enfrentaba la Oficina 
de Quejas, así como las organizaciones inquilinarias, era la inmorali- 
dad de los funcionarios judiciales. En los juzgados se ocultan expedien- 
tes y no se hacían notificaciones en los lanzamientos de los inquilinos. 
A juicio del asesor jun'dico de la Liga de Defensa Inquilinaria, la solución 
de fondo al problema consiste en mayor inversión pública en mate- 
ria de vivienda [Tiempo, 8 de marzo de 19461. 
Leyes inquilinarias 
Las iniciativas de leyes inquilinarias para el Distrito Federal se dieron 
en los años cuarenta, no obstante que en algunos estados del país este 
proceso se había manifestado años atrás. Baste indicar que el gobier- 
no de Nayarit emitió una ley inquilinaria mediante la cual se creó la 
Procuradun'a lnquilinaria en 1938. En Sinaloa se expidió la ley inquili- 
naria el 12 de enero de 1939. En Tarnaulipas. la ley de inquilinato el 
27 de octubre de 1937 [Bassols, 1989: 2 191. Hubo otros casos que 
se expresaron a finales de los cuarenta. por ejemplo enTabasco se expi- 
dió la ley de arrendamiento de fincas urbanas el 26 de julio de 1947. 
En todos los casos, las legislaciones promulgadas fueron resultado de 
intensas luchas inquilinarias y de propietarios, antes de su expedición 
y después en su ejecución. 
A principios de la década de los cuarenta, el problema inquilinario 
revistió un carácter especial en el ambiente legislativo en la Ciudad 
de México, con la presentación de dos iniciativas en la Cámara de 
Senadores y, dos proyectos de ley en la Cámara de Diputados. Esto 
revela la gran inquietud política de los grupos parlamentarios y de 
las organizaciones inquilinarias, así como la algidez de las protestas 
inquilinarias. 
De los diversos proyectos de ley inquilinaria presentados duran- 
te el periodo 1940- 1946, algunos contemplaban el problema habita- 
cional de forma parcial, de tal suerte que los proyectos eran sumamen- 
te limitados. 
La primera iniciativa de los senadores se registró en marzo de 
194 1 ,  en ella se establecía por parte de un grupo de senadores, la 
necesidad de someter a la consideración de la Cámara Alta en su 
periodo ordinario, una ley sobre la cuestión inquilinaria para tratar de 
resolver los diversos aspectos de la problemática. En dicho proyecto 
se consideraban disposiciones tendientes a eliminar los inhumanos 
e injustos lanzamientos de inquilinos, así como consideraciones jurí- 
dicas para establecer una tabla proporcional de rentas, de acuerdo 
con los salarios de los inquilinos. Al parecer; tanto las organizaciones 
populares como los diversos grupos de senadores, en principio esta- 
ban de acuerdo con esta iniciativa [El  Popular, I I de mayo de 194 11. 
El segundo proyecto de ley presentado por otro grupo de 
senadores, pretendía que los capitales invertidos en la construcción, 
tuvieran un interés mensual del I %. Así, citaban el ejemplo de un in- 
mueble cuyo valor catastral fuese de 40 000 pesos, el propietario 
recibiría un beneficio del 12% anual, que es suficiente si se toma en 
consideración el interés fijado por instituciones bancarias.También 
se reconocía que esta iniciativa induciría al inversionista a canalizar 
su capital a industrias nacientes que le reportaran más utilidades [El 
Nacional, 3 1 de marzo de 194 1 : I]. Como puede apreciarse, en el fon- 
do. con esta propuesta se pretendía disminuir el monto de la inver- 
sión en casa habitación, debido a que se reconocía la necesidad de 
proteger al inquilino y de garantizar mayor recaudación fiscal, induda- 
blemente sin afectar los derechos y seguridades de los propietarios 
de bienes inmuebles en el Distrito Federal. 
Otra iniciativa fue la presentada por el senador Morales Salas, 
quien propuso que se reconocieran públicamente las disposiciones le- 
gales para garantizar el acondicionamiento higiénico de las casas: es 
decir; que los derechos y obligaciones tanto de los propietarios 
como de los inquilinos no serían renunciables. De igual forma de- 
mandó la creación de un banco refaccionario, con el objeto de finan- 
ciar obras de mantenimiento a las viviendas arrendadas, debido a 
que las disposiciones del Código Sanitario habían sido inútiles, como 
lo demuestra el 85% de las violaciones cometidas a dicho Código, 
por la falta de recursos de los arrendatarios [E\ Nocionol, 3 1 de mar- 
zo de 1941: I ] .  
Con relación a las iniciativas de leyes inquilinarias presentadas en 
la Cámara de Diputados. en 1945 se anuncia que el diputado Gabriel 
Chávez Tejeda -michoacano y perteneciente al grupo cardenista- 
presentaría ante el Congreso de la Unión un proyecto de ley que 
contemplaba la modificación de las disposiciones vigentes en materia 
de arrendamiento de inmuebles urbanos. 
Según esta iniciativa [Tiempo, 20 de julio de 1945: 61, el proble- 
ma de la vivienda en la Ciudad de México, presentaba rasgos preocu- 
pantes ya que la mayoná de la población carecía de v~vieridas apropia- 
das, y que ante la necesidad de vivir b a ~ ~  techo, se ve obligada a 
canalizar gran parte de sus ingresos a rentar viviendas desprovistas de 
las condiciones higiénicas más elementales. Además, la legislación vi- 
gente está guiada por principios liberales que dejan sin protección 
adecuada al inquilino. El Estado ha permitido que los contratos de 
arrendamiento se den como cualquier otro de orden comercial, su- 
jetos a la ley de la oferta y la demanda. 
Esta iniciativa de Ley Inquilinaria fue presentada por el diputado 
Gabriel Chávez ante la XXXlX Legislatura del Congreso de la Unión 
en octubre de 1945. Las consideraciones generales de la misma fue- 
ron las siguientes [Diano de los Debates, 2 de septiembi-e de 1959: 1 1]: 
Se proponía la creación de una Oticina de Coordinación Inquilinaria (oci) 
encargada de elaborar un catálogo de fincas urbanas que los propietarios 
hubiesen mantfestado como destinadas para arrendarse; y la publica- 
ción en la prensa de una lista de las casas. viviendas. departamentos. 
despachos o locales de cualquier clase que sus propietarios les hubie- 
ren anunctado como desocupadas y disponibles para artendarse. La oci 
tntervendría como conciliadora en los conflictos que surgieran entre las 
partes del contrato de arrendamiento.Además revisan'a los contratos de 
arrendamiento. declarando en qué casos debía operarse la moratoria 
en el pago de la renta respecto de aquellos inquilinos que se llegasen a 
encontrar en alguna circunstancia especial. Cabe señalar que no se con- 
sideraba en mora ai inquilino por falta de pago hasta ia omisión de tres 
mensualidades conseclrtivas de renta en caso de enfermedad. desempleo 
o muerte del responsable económico de la familia.Además, la oci reci- 
biría de los inquilinos, en consignación, las rentas que lo:; arrendadores 
se negasen a aceptar; poniéndolas a disposición de éstos en la caja de 
la institución fiduciara que manejara los fondos del segliro inquilinario. 
Respecto al monto de la renta, se proponía que i io  excediera 
al porcentaje fijado por la ley sobre el valor real del edificio, compren- 
diendo terrenos y construcciones, de acuerdo con el cuadro 5. 
TABLA PARA LA FIJACIÓN DE MONTO DE LA RENTA 
DEVIVIENDAS EN EL DISTRITO FEDERAL 
GRUPO VALOR REAL i$) 
-- - - -- 
l De 1 000 a 50 000 
11 De 50 000 a 100 000 
1 1 1  De 0 1  000 a 200 000 
IV De 20 1 000 a 500 000 
V De 50 1 000 a 1 000 000 
VI De l 000 000 a 2 000 000 
Vil De 2 001 000 y mas 
-- -  - - - - 
Fuente Carnara de Diputados Diario de los Debates 9 de octubre de 945 
~ 
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En caso de tratarse de un edificio que contara con departamen- 
tos, despachos y locales, las rentas serían las que proporcionalmente 
les correspondiera, considerando su tamaño y comodidades, según 
el valor real. 
Otro rasgo sobresaliente de esta iniciativa de ley, reside en la 
figura jurídica del seguro, que tenía la finalidad de cubrir los riesgos 
de ambas partes, y para constituir un fondo que se destinara a finan- 
ciar; tanto el mejoramiento a edificios destinados a arrendarse. como 
al fomento de nuevas colonias mediante la construcción de casas a 
bajo precio. Además el seguro se destinaría al pago de rentas en los 
casos de moratoria y de insolvencia de inquilinos. Para ello, el arren- 
dador y el arrendatario pagarían una prima equivalente al 0.5% so- 
bre el monto de la renta anual. El monto del seguro inquilinario se 
depositaría en el Banco de México, S.A. y se manejaría por medio de 
un fideicomiso para los tines indicados. 
Naturalmente esta ley fue turnada a las comisiones respectivas 
para su dictamen. A pesar de las declaraciones del candidato a la pre- 
sidencia por el PRM, Miguel Alemán en 1945, tuvieron que transcurrir 
14 años para que se presentara nuevamente ante el pleno de la Cá- 
mara de Diputados. Durante su campaña presidencial, Miguel Alemán 
reiteró los compromisos del Ejecutivo con los inquilincs. En una reu- 
nión organizada por la Confederación Nacional de Organizaciones 
Populares, efectuada en la Arena Coliseo, los 1 O 000 delegados de la 
CNOP avalaron los conceptos básicos acerca de la vivienda, propues- 
tas por el candidato presidencial, los cuales giraban en torno a la ne- 
cesidad de instrumentar medidas legislativas y económicas, con la 
finalidad de que las rentas de las casas no constituyeran un sacrificio 
que desnivelara la economía familiar Se decía que debía canalizarse 
mayor cantidad de recursos a la construcción de casas de alquiler 
para que las rentas fueran baratas. Además, debía darse la posibili- 
dad de que la familia que rentara, poco a poco, tuviera su casa propia 
[Tiempo, 6 de julio de 1945: 41. 
La segunda iniciativa de ley inquilinaria presentada en la Cáma- 
ra de Diputados, se registró en octubre de 1947, firmada por el dipu- 
tado Manuel Orijel Salazar; que consta de 32 artículos y seis transito- 
rios. Cabe destacar en forma sucinta sus principales rasgos [Dfario de 
los Debates, 3 de octubre de 1947: 81. 
El alquiler de toda clase de inmuebles destinados al arrendamien- 
t o  era considerado como de interés público. Además, se establece 
una oficina de Control de Arrendamiento para efectos de esta ini- 
ciativa. Esta oficina levantaría un censo de todas las viviendas arrenda- 
das, haciendo hincapié en los siguientes datos: ubicación y superficie, 
número de viviendas, accesorias y piezas con que cuenta, valor de la 
finca y terreno. 
La Oficina de Control de Arrendamiento cumplirá un papel de 
amigable mediadora en los conflictos. Revisará los términos de los 
contratos de arrendamiento. Autorizará las demoliciorres de inmue- 
bles. Indicará cuándo se opera la moratoria en el pago de las rentas. 
Recibirá en depósito la renta que los propietarios se nieguen a recibir 
El contrato de arrendamiento podría ser por i iempo fijo o 
~ndefinido; los inquilinos al vencerse el tiempo determinado en el con- 
trato de arrendamiento y que estén al corriente en sus rentas, si de- 
sean renovar dicho contrato tendn'an preferencia a cualquier otro soli- 
citante. Por lo contrario. los inquilinos que deterioren intencionalmente 
o por descuido o que hiciesen mal uso del inmueble, no tendrían 
derecho a prórroga del contrato. 
Otro rasgo impoi-tante es que no procedería ei desahucio a 
los inquilinos que adeuden en forma consecutiva hasta tres men- 
sualidades de pago de alquiler por las siguientes razones: enfermedad 
de la persona que pague el alquiler; por reajuste o cese de empleo 
o trabajo o por fallecimiento de la persona que pague el alquiler: Los 
juicios entre inquilino y propietario sen'an resueltos por los jueces 
competentes, en la vía sumaria de acuerdo con los preceptos del 
Código de Procedimientos Civiles del Distrito y Territorios Federa- 
les. La Oficina de Control de Arrendamiento funcionaría como pri- 
mera instancia de solución; de no resolver el conflicto se turna a los 
jueces respectivos. Así, al ser admitido el juicio de desahucio en la 
instancia respectiva. el inquilino tendría la posibilidad de suspender 
dicho juicio, pagando el adeudo. En caso contrario, tendría 40 días 
para desocupar el inmueble. 
También se crean'a el seguro del inquilino, que expedin'a la Ofi- 
cina de Control de Arrendamiento con el pago de 0.5%, sobre el rnon- 
to  de la renta anual, con el objeto de financiar a los propietarios en 
casos de moratoria, a los inquilinos en caso de insolvencia, y los gas- 
tos de reparación. Así como para financiar la formación de nuevas 
colonias de casas baratas, que se venden'an a cualquier trabajador 
Respecto al monto de la renta, el artículo 16 establecía que la can- 
tidad que se pague mensualmente como renta, sen'a la que en el con- 
trato de arrendamiento se fijara en forma convencional. sin que fuese 
mayor del 10% anual del valor real del inmueble, incluyendo el terreno. 
Doce años después, en septiembre de 1959. la Comisión del 
Departamento del Distrito Federal de la Cámara de Diputados, con- 
sideró en su dictamen que debía archivarse el expediente con el pro- 
yecto de Ley lnquilinaria presentado por el ex diputado Gabriel 
Chávez, en la xxxix Legislatura. En este documento también se dic- 
taminó el proyecto de ley inquilinaria del ex diputado de la XL Legis- 
latura, Manuel Orijel Salazar, presentada el 3 de octubre de 1947 
[Diano de los Debates, 2 de septiembre de 1959: 81. 
En el escueto dictamen se decía en su momento: la expedición 
en la actualidad de una ley cuya finalidad sea derogar el decreto del 
30 de diciembre de 1948, creado como una medida proteccionista de 
emergencia y transitoria, es perjudicial para la estabilidad económica 
del país. 
En síntesis, en la década de los cuarenta el problema inquil~na- 
rio adquirió mayor presencia política en el escenario urbano del Dis- 
trito Federal, y en el contexto de un arranque económico y de expan- 
sión de la Ciudad de México. 
La decisión del congelamiento de rentas en el régimen de Ávila 
Camacho, estuvo enmarcada por la política de la "unidad nacional" 
planteada por el Ejecutivo federal y contó con el apoyo de las di- 
versas organizaciones de trabajadores y de campesinos. 
En el sexenio 1940- 1946, el Estado solapó las invasiones de 
terrenos e instrumentó la política de regularización de predios popu- 
lares para la formación de colonias proletarias; por su parte, los gru- 
pos parlamentarios revitalizaron el debate inquilinario en la esfera polí- 
tica, mientras que los inquilinos se oponían a los desalojos y a las alzas 
de los alquileres, exigiendo a los arrendatarios el acatarriiento del de- 
creto de congelamiento de rentas. Las propuestas de leyes inquili- 
narias se enfilaron a la creación de oficinas mediadoras y reguladoras 
del conflicto entre arrendadores e inquilinos, así como en el estable- 
cimiento de criterios objetivos para la determinación del monto de 
las rentas, y finalmente en la instrumentación de un seguro de arren- 
damiento para garantizar el financiamiento del mercado de rentas. 
A pesar de estas propuestas, los logros de los movimientos in- 
quilinarios del Distrito Federal fueron mínimos en relación con las 
conquistas obtenidas en otras regiones del país Por lo contrario, 
los beneficios obtenidos por las organizaciones de colonos solicitantes 
de terrenos fueron notables Durante las siguientes décadas, el pro- 
blema inquilinario se agudizó paulatinamente, y en los años setenta 
y ochenta adquiere nuevamente relevancia política y social 
EL RECIENTE CONFLICTO 
INQUlLlNARlO 
SIN LUGAR a dudas, la década de los ochenta se ha caracterizado, des- 
de el punto de vista jurídico, por la agudización de los conflictos en- 
tre los inquilinos y los arrendadores. El número de juicios se incre- 
mentó en forma espectacular; las complicaciones legales permitieron 
el uso ahitrario del régimen legal; los precios de las rentas se incre- 
mentaron aceleradamente por efecto de las altas tasas de inflación 
y por los procesos especulativos inmobiliarios; el número de vivien- 
das en renta disminuyó por la transformación de! régimen de 
propiedad: además se hizo evidente la nula inversión del capital in- 
mobiliario en la edificación de vivienda en renta. 
El surgimiento y consolidación de diversas organizaciones in- 
quilinarias y la presencia de partidos de izquierda en la Cjmat-a de 
Diputados ha permitido la discusión de nuevas reglas para el inquili- 
no y el arrendador: En los últimos años setenta y los primeros 
ochenta el debate e instrumentación de leyes inquilinarias vuelve a 
estar presente el ámbito de la Cámara de Diputados, donde los par- 
tidos políticos presentan diversas iniciativas de ley inquilinaria. 
Este apartado está organizado en dos partes, en la primera se 
plantean los rasgos del actual sistema habitacional en renta para lo 
cual se utilizan datos estadísticos oficiales. En la segunda parte, se 
indican y revisan las diversas proposiciones de pai-tidos políticos 
y de organizaciones sociales. 
Situación de los inmuebles en 
arrendamiento en el Distrito Federal 
En 1990 había 1 789 17 1 viviendas en el Distrito Federal, y según los 
datos de 1995, ascendió a 2 O 1 1 466, lo cual significó un incremen- 
t o  del 12%. En cambio el número de habitantes pasó de 8 163 96 1 
a 8 489 007. es decir aumentó 4% (véase el cuadro 6). Desde los años 
ochenta se observa una relación positiva entre el incremento de 
viviendas y la población. Es decir que se incrementa más rápido la 
construcción de viviendas. Sin embargo, esto obedece al proceso de 
metropolización de la población [Méndez, 1993: 1921. 
La tendencia reciente de la construcción de viviendas se expre- 
sa en el fuerte incremento en ciertas delegaciones y en la disminu- 
ción de viviendas para uso habitacional en otras delegaciones políti- 
cas. En el primer caso, destacan las delegaciones del sut- del Distrito 
Federal: Milpa Alta,Tláhuac, Xochimilco.También se registra un incre- 
mento importante en las delegaciones Cuajimalpa, Iztapalapa y Mag- 
dalena Contreras. Este proceso obedece principalme~te a la dis- 
ponibilidad de tierra urbana, por lo cual es prudente suponer que la 
expansión de la mancha urbana continúa hacia los terrenos rurales. 
Por otro lado, el proceso de transformación de los usos del 
suelo habitac~onal a usos de servicios, se ha manifestado en la últi- 
ma década en las delegaciones Benito Juárez, Cuauhtémoc y Miguel 
Hidalgo. 
En los noventa. la distribución del inventario habitacional en el 
Distrito Federal revela una alta concentración en las delegaciones Izta- 
palapa y Gustavo A. Madero, que en conjunto representan el 3 1 % 
de las viviendas. En el horizonte opuesto se hallan las delegaciones 
INCREMENTO PORCENTUAL DE VIVIENDAS 
Y OCUPANTES EN EL DISTRITO FEDERAL, 1990- 1995 
- 
VIVIENDAS % OCUPANTES % 
DE,EGAC'OiU '990- 1995 1990-1995 





Coyoacán 13 3 
Cuajimalpa de Morelos 27 14 
Cuauhtémoc 
Gustavo A Madero 
lztacalco 







Fuente VEGI. Resuttados definitivos, x Censo General de Población yvwienda 1990. versan disco compacto. 
N E G  Conteo de población y vivienda, Resukados definitivos, Distnto Federal. 1995. v4:rsión disco compacto 
C u a j i m a l p a ,  M a g d a l e n a  C o n t r e r a s ,  M i l p a  A l t a , T l á h u a c  y X o c h i m i l c o  
(véase e l  c u a d r o  7). 
El  c a m b i o  m á s  notorio e n  e l  p e s o  r e l a t i v o  d e  c a d a  d e l e g a c i ó n  
e n  c u a n t o  a p o b l a c i ó n  y v i v i e n d a  c o r r e s p o n d e  a l a  d e l e g a c i ó n  Ida- 
palapa.  Las o t r a s  d e l e g a c i o n e s  reg is t ran  l igeras m o d i f i c a c i o n e s .  
DISTRIBUCIÓN PORCENTUAL DE VIVIENDAS 
Y OCUPANTES, 1990- 1995 
~ -- - - -- - ~ - - -- -- - - -- 
VIVIENDAS OCUPANTES bIVIEN945 OCIIPA?J;Tfl 
DELEGACON 990 1990 m 995 '995 
- - - -  ~ ~ ~ -- 
Distrito Federal 1000 100.0 00.0 100.0 
Álvaro Obregón 7 5 7.8 7.8 8.0 
Az~apotZdlC0 5 8 5.8 5.3 5.4 
Benito Juárez 6 4 4.9 5 6 4.4 
Coyoacán 8 0 7.8 8.0 7.7 
Cuajirnalpa 13 1.5 1.5 1.6 
Cuauhtéwoc 8.8 7.2 7.5 6.4 
Gustavo A Madei-o 147 15.4 143 4 . 8  
lztacalco 5 2 5.5 4.8 4.9 
lztapalapa 16.5 18.1 18 4 20 O 
Magdalena Contreras 2.2 2 4 2.4 2.5 
Miguel Hidalgo 5.5 4.9 4 E 4.3 
Milpa Aka 0.7 0.8 0 9  1 .O 
Tláhuac 2.2 2.5 2 E 3.0 
Talpar- 5.8 5 8 6 4 6.5 
Venustiano Carranza 6.6 6.3 5 5 5.7 
Xochimilci 3.0 3.3 3 6 3.9 
- - - . - -- ~ - -- -. - -- - - - - ~ - -   
Fuente I\FC,. Resultados deiinrtivos, x Censo General de Población yvvienda. 1990, version disco compacto 
N F G  Conteo de población y vivienda, resukados definitivos. Distrito Federal. 1995. hefiión disco compacto 
En 1990 la distribución porcentual de las viviendas en propie- 
dad y rentadas presentaba una concentración de inmueble8 en renta 
en las delegaciones centrales del Distrito Federal: Benito Juárez, 
Cuauhtémoc, Miguel Hidalgo y Venustiano Carranza, tal como pue- 
de apreciarse en el cuadro 8. 
DISTRIBUCI~N PORCENTUAL 
DE LAVIVIENDA, SEGÚN TENENCIA. 1990 
-- - -~ - 
- 
TOTAL EN OTM NO 
DELEGACION VIVIENDAS PROPIA RENTADA SITUACI3A ESPECIFICADA 
-- . - - - . - 
Distrito Federal 1 00 65.2 25 6 8 6 0.6 
Álvaro Obregón 1 O0 68.6 21.0 9.7 0.7 
Azcapotzalco 1 O0 59 2 32.1 8.2 0.5 
Benito juárez 1 00 51.3 405 7.6 0.5 
Coyoacán 1 00 76 9 14.8 7 8 0 5  
Cuajimalpa 1 00 71.1 175 11.0 0.4 
Cuauhtérnoc 1 00 46.2 44.6 8.2 1 0 
Gustavo A Madero 1 O0 65.4 25.3 8 7 0.6 
lztacalco 1 O0 63.9 26.2 9 3 0.5 
lztapalapa 1 O0 73.6 16.9 8.9 0 6 
Magdalena Contreras 100 75.8 4 . 3  9.4 0.5 
Miguel Hidalgo 1 00 45.9 45.6 7.7 0.7 
Milpa Alta 1 00 83.3 9 9 6. l 0.6 
Tláhuac l O0 79.7 1 1  0 8.9 0 4 
Tialpan 1 O0 78.4 1 1  7 9 3 0 6 
Venustiano Carranza 1 00 58.8 32.7 8.0 O 6 
Xochimilco 1 00 76.1 16.3 7 1 0.4 
~- ~ - - - - - - - -  ~ ~- 
Fuente ~ E G  resultados dehnitivos. x Censo General de Poblaci6n y Vivierida. 990 ve-sian disco compacto 
Para 1995, en el Distrito Federal el 66.03% de las viviendas esta- 
ban bajo el régimen de propiedad. Las viviendas bajo ar-rendamien- 
to  representaban el 24.43%. Las viviendas bajo otra situación eran 
9.34%. Respecto a los ocupantes, el 68.97% de ellos habitaban una 
vivienda propia y el 2 1.6 1 % ocupaban una morada arrendada. 
(-1 k3kO 9 
RENTAS MENSUALES PROMEDIO DE LOS DEPARTAMENTOS 
EN EL DISTRITO FEDERAL 
(Precios corrientes) 
~ 
EQUIVA.ENCIA EN NUMERO 
ANOS RENTAS (PESOS) DE DliiS DE SALARIOS MINMOS 
-- ~ 
1971 1 142.80 35.7 
9 7 6  2 277.55 26.9 
Fuente. Alejandro Méndez"La dinamca habitaconal, indicador del nivel de vida urbana', en Zona Metropoli- 
tana de lo Ciudad de Méxea tic, UDF. 1993, p. 207 Muesireo,"Las rentas en ei Distrito Federal", elaboración 
propia 
P,especto al monto de las rentas promedio de las viviendas en 
el Distrito Federal, continúa con un incremento constante en rela- 
ción con el número de días de salario mínimo destinado a cubrirlas. 
En el cuadro 9 se muestra su evolución. 
De igual forma, comparando la evolución de los precios de la 
renta baja con las rentas más altas registradas en el muestreo, se 
observan incrementos parecidos cada año, en ocasiones diferentes, 
pero compensatorios con los subsiguientes años. Sin embargo, cabe 
señalar que el porcentaje de viviendas económicas ha disminuido en 
la oferta de inmuebles, en cambio los departamentos más caros pre- 
sentan una tendencia a incrementar su número (véase el cuadro 10). 
TABLA DE FRECUENCIA DE LA OFERTA 
DE VIVIENDA EN RENTA, 1999 
- - -. -- 
RANGO EN PESOS NUMERO DE CASOS 
- -- - -- - -- -- - - 
De l 000 a 3 999 56 
De 4 000 a 5 999 20 
D e  6 000 a 9 999 33 
D e  lO000a 14999 43 
D e  15 000 a 19 999 55 
D e  20 000 a 29 999 46 
De 30 000 a 39 999 16 
Mas de 40 000 5 
-- ---- - -- 
Fuente Muestre~ realizado 
Los partidos políticos y 
las leyes inquilinarias 
Entre los principales actores en el escenario urbano, en el aspecto 
inquilinario, se encuentran los partidos políticos. Sin lugar a dudas. las 
acciones emprendidas por ellos revelan una v~sión general del pro- 
blema del arrendamiento. En este apartado se examinan las distintas 
iniciativas de ley inquilinaria presentadas y discutidas en el seno de 
la Cámara de Diputados en los últimos años. 
El problema inquilinano ha generado la formulación de diver- 
sas iniciativas de k y  por parte de algunos partidos polítccos durante 
el periodo 1978- 1983. Así, en los $os ochenta se contaba con pro- 
puestas importantes que trataban de atenuar la tendencia de los 
conflictos inqerilimos que se expresaban por la escasez y el enca- 
recimiento de la vivienda Algunas de ellas eran las siguientes. 
Proyecto de Ley Inqutlrnana del Drstrito Federal propuesta por el Par- 
tido Popwtar Socaalista 
Ley de Arrendamrento de InmueMes para el Distrito Federal elabo- 
rada por el P a d o  Auténúco de la Revolución Mexicand 
Ley devivienda Popular e Inquilinana para el Distnto Federal formu- 
lada por el Parbdo Revoluctonano lnstitucional 
- Refoma al Código Civil y de Procedimtentos Civiles para el D F  y 
dwersas disposiciones con relacion al arrendamiento de inmuebles para 
la vivienda. del Par tdo  Revolucconarro Institucional 
Inic~ativa de Ley para derogar el decreto del Ejecutivo federal del 24 de 
diciembre de 1948 presentada por el Partido Revolucionario Institucional 
Intciativa para adicionar un capítulo a la segunda parte del titulo sexto 
del Codigo Civil presentad4 por el Partido Socialista de IosTrabajadores 
Iriciativa de reformas y adiciones al art~culo 2399 del Codigo Civil 
elaborado por el Partido Socialista de los Trabajadores 
Iniciativa de decreto de prorroga en la vigencia de contratos de arren- 
damiento del Partido Popular Socialista 
Iniciativa de ley federal para controlar el precio de las rertas de los inmue 
bles destinados a la vivienda. adernas. iniciativa de reformas y adiciones 
al título sexto del Código Civil e iniciativa de reformas a los articuios 202 
y 489 del Codigo de Procedimientos Civiles del DF presentadas por 
el Partido Socialista Unificado de Mexico 
Han sido diversos los Intentos de modificat- la situación jurídica 
de los llarnados contratos de arrendamientos congelados. Por ejem- 
plo, la fracción parlamentaria del PRI en la LI Legislatura del Congreso 
de la Unión presentó un decreto de descongelamiento en diciem- 
bre de 198 1 [Diario de los Debates, 23 de diciembre de 198 1 : 31. 
Se considera que el congelamiento de rentas tuvo su efecto po- 
sitivo en su momento. sin embargo desde el punto de vista de los 
propietarios se han podido apreciar consecuencias desfavorables. 
En primer lugar; desalentó el monto de las inversiones destinadas al 
arrendamiento, lo que por lo tanto produjo escasez de la oferta.Ade- 
más los propietarios de los inmuebles congelados carecieron del ali- 
ciente para invertir en su mejoramiento. Con todo, los arrendatarios 
de los inmuebles en cuestión viven en condiciones antihigiénicas y 
peligrosas. 
Desde otros ángulos, la situación económica de los arrendata- 
rios, se afirma que ha variado significativamente de 1942 a la fecha. Si 
se considera el monto del salario mínimo mensual que era de $75.00 
en 1942, y se compara con el salario de 198 1 que era de $6 300, se 
observa un significativo incremento de 84% en términos relativos a 
precios constantes. Este porcentaje revela la existencia de un dese- 
quilibrio entre el monto del alquiler y el porcentaje del salario desti- 
nado a la renta. 
Esta iniciativa planteaba la derogación del decreto del 24 de di- 
ciembre de 1948. Además se proponía en el artículo 2 que los pro- 
pietarios e inquilinos de las casas y locales tendrían un plazo de dos 
años para pactar la terminación del contrato o la formulación de un 
nuevo contrato, previa regeneración del inmueble. o la conforma- 
ción del régimen de condominio. cooperativa o inmobiliaria social en 
la que el inquilino tendrá derecho preferencial para ocupar un local 
de caracten'sticas similares al que tenía en arrendamiento, de acuerdo 
con la renta de interés social que se fije al afecto.Transcurridos los 
dos años sin que propietario e inquilino se hubieran puesto de 
acuerdo en la celebración de un nuevo contrato de al-rendamiento. 
el arrendador podrá solicitar la intervención judicial para la desocu- 
pación del inmueble previa indemnización al arrendatario de acuerdo 
con el cuadro 12. 
i - i , . \ 2 K 3  1 2 
TABLA DE INDEMNIZACI~N AL INQUILINO DEVIVIENDAS 
CON RENTAS CONGELADAS EN EL DISTRITO FEDERAL 
- ~~- - - 
SE MULTIPLICARA AGREGANDO POR 
ZU4NDO EL MONTO EL IMPORTE MENSUAL CONCEPTO DE ,AYUDA PARA GASTOS 
DE LA RENTA >EA $ POR ESTE FACTOR NDEMNIZACION ( $ 8  DE MUDANZAS :$ 
- - - - - - - - - -~ -. . -- - 
Fuente Cámara de Diputados Diorio de los Debutes. 23 de diciembre de 9 8  l .  p 4. 
Este decreto no fue discutido como otros de descongelamien- 
to, y fue turnado a la Comisión de Unidad y Justicia del Distrito Fe- 
deral Cabe resaltar que, a pesar del apoyo de diversos grupos de 
diputados, esta iniciativa como las rentas fue congelada 
Por su parte, el Partido Auténtico de la Revolucion Mexicana 
presento la iniciativa de ley de arrendamiento de inmuebles para el 
Distrito Federal en septiembre de 198 1 [Diario de los Debates, 24 
de septiembre de 198 l 81 El aspecto novedoso de esta iniciativa re- 
sidió en la instrumentación de la figura del arrendamierlto de interés 
social. Esta ley establece el carácter de orden público, es decir, en 
caso de haber renuncias a derechos y obligaciones en los contratos 
de arrendamiento. éstas serán nulas. En el artículo 6 se indican aque- 
llos organismos que intervendrán en la determinación de la renta, la 
cual sería tijada por la Procuraduría Federal del Consumidor por con- 
ducto de una Comisión que se integraría con un representante de 
las siguientes organizaciones: Colegio de Arquitectos, Cámara de Pro- 
pietarios, sector inquilinario, y Dirección General de Catastro e 
Impuesto Predial del Consumidor. Por otra parte, los aumentos de 
renta se fijarían por la Comisión cada tres años, en los contratos 
de interés social, y en otros casos sería como mínimo cada dos años. 
Cabe señalar que se considera contrato de arreridamiento de 
interés social, aquel que no exceda de la cantidad fijada en los artícu- 
los transitorios, misma que podría modificarse cuando lo estime per- 
tinente la Comisión de Estudios sobre la Renta de la FFC. 
Para efecto de establecer el monto de la renta, el arrendador 
debería solicitar a la PFC, se practicara un avalúo del i~mueble. Para 
tal efecto, la Comisión elaboraría una tabla de valores de los inmue- 
b l e ~  ubicados en el Distrito Federal considerando fundamentalmen- 
te los siguientes elementos: ubicación del inmueble, calle en que se 
encuentre, cercanía a esquinas, clase de zona, dimensiones y forma 
del terreno, superficie construida, clase de construcción, edad de 
construcción. estado de conservación, servicios con que cuenta la 
zona. parques, mercados, centros educativos y deportivos de la zona, 
transporte y rentabilidad de la inversión. 
En el artículo 8 se establecía la creación de un Certificado de 
rentabilidad, mismo que será expedido por la PFC, mediante el cual 
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se hará constar que la localidad arrendada cubre los requisitos sani- 
tarios y de construcción que marcan los reglamentos respectivos 
para el uso adecuado. 
Se proponía la formación de una bolsa de viviendas de arren- 
damiento que dependería de la Procuraduría, cuya función consistiría 
en levantar y mantener un censo de viviendas. Con ello se ofrecería el 
servicio a los inquilinos para la obtención de una vivienda cómoda, 
higiénica, que cubriera sus necesidades, en relación con su capacidad 
de pago. Procuraría además, ofrecer una vivienda a los arrendatarios 
lo más cerca posible de su lugar de trabajo o centro de educación 
de su familia.Además la PFC forman'a un padrón inquilinario en el que 
se llevara un censo de arrendatarios. 
Respecto a las rentas congeladas, en el capítulo décimo cuarto, 
proponía que la PFC levantara un censo de habitaciones y arrendata- 
rios con la finalidad de realizar un estudio socioeconómico y elaborar 
un dictamen sobre las condiciones habitacionales. De  esta manera 
podn'an celebrarse nuevos contratos de arrendamiento bajo nuevas 
bases: 
SI la vivienda no reuniera las condiciones y el ocupante tuviera capaci- 
dad de pago para rentar otro inmueble. se rescindiría el contrato 
SI el arrendatario pudiera pagar una renta más elevada y el inmueble se 
pudiera reparar. se formularía un nuevo contrato 
Cuando el ocupante no tenga capacidad economica para cubrir una 
mayor renta y si el inmueble reuniera los requisitos habitacionales, el 
contrato subsistiria hasta que la Procuraduría gestionara el arrenda- 
miento de una nueva vivienda cómoda e higiénica 
En iguales circunstancias se encontraría el arrendatario que no tenga 
capacidad de pago para cubrir una renta más elevada. y que la vivienda 
no reuniera las condiciones mínimas 
Para efecto de determinar la capacidad de pago del inquilino, 
se tomarían en cuenta no sólo los ingresos que él directamente 
obtenga, sino se incluirán las percepciones de los familiares. 
El Partido Popular Socialista sostenía que era necesario realizar 
una reforma urbana que contemplara entre otras medidas: la crea- 
ción de un solo organismo que se responsabilizara de la construcción 
de viviendas para los trabajadores, de renta baja o en propiedad; 
expropiar las vecindades y las construcciones que se encuentren en 
malas condiciones físicas o de sanidad, cuyos propietarios no quie- 
ran demolerlos, para construcción de viviendas; legislar a efecto de 
evitar la especulación con la renta de las viviendas [Nexos, junio 
de 1978: 101. 
El Partido Popular Socialista presentó a finales de los años se- 
tenta la ley de defensa del inquilino [Diario de los Debates, 7 de 
noviembre de 1978: 41, cuyo objetivo era sentar las bases mínimas 
para que los contratos de arrendamiento se formulen sobre prin- 
cipios de equidad. Se reconocía que esta iniciativa contempla tan 
solo un aspecto del grave problema de la falta de vivienda y de su 
encarecimiento. 
En primer término esta ley se declara de interés público, es de- 
cir, que los derechos y obligaciones son irrenunciables. Además 
plantea como elemento básico para la regulación del mercado in- 
mobiliario en renta, la creación de la Procuraduría de Id Defensa del 
Inquilino (PDI), cuyas principales funciones serían; 
Efectuar estudios sobre los problemas de habitacion popular 
Patrocinar gratuitamente a los inquilinos en asuntos judiciales. extraju 
dictales y administrativos en materia de arrendamiento 
Intervenir en la formulación de contratos de arrendamiento, evitando 
que se estipulen cláusulas notoriamente desventajosas y perjudiciales 
para el inquilino. 
Hacer los estudios socioeconómicos. para la determinación del pre- 
cio de las rentas. 
Elaborar un censo de casas habitación, locales comerciales y predios 
baldíos. 
Dar aviso a las autoridades competentes sobre las fincas que no reúnan 
los requisitos elementales de higiene, seguridad. servicios y comodidad. 
Elaborar estudios socioeconómicos para integrar un trabulador de ren- 
tas. tomando en cuenta las características uhanísticas del D.F., así como 
llevar un control de los valores catastrales y comerciales de los predios. 
Esta iniciativa señala que la renta convenida sobre la vivienda 
arrendada deberá ser aprobada por  la Procuraduría de Defensa del 
Inquilino (PDI), misma que no podrá exceder del 10% del valor catas- 
tral del inmueble, debiéndose tomar en cuenta el alza del costo de 
la vida, así como los aumentos en los salarios. El contrato se deberá 
revisar cada tres años, y el incremento no  podrá exceder del 10%. 
Según el artículo 70, el importe de la renta será fijado por  las partes 
ante la Procuradun'a, a solicitud del propietario, previo avalúo corres- 
pondiente. 
La PDI deberá elaborar una tabla de precios de la renta sobre 
la base de elementos tales como: la ubicación del inmueble, dimen- 
siones y forma del terreno, superficie construida, material y tiempo 
de construcción, servicios con que cuenta la zona. transportes, 
rentabilidad de vivienda, etc. Cabe aclarar que, en términos genera- 
les, estos criterios son los mismos que se establecen en la iniciativa 
del PARM anteriormente reseñada. 
Los estudios de la PDI se utilizarán para determinar el monto de 
la renta mensual, que no se excederá del I % del valor del inmueble. 
Además se considera el poder adquisitivo del salario, y la plusvalía 
de los inmuebles. a efecto de evitar que los términos del contrato 
sean lesivos de los intereses del inquilino. 
En abril de 1983, el PPS presentó una nueva iniciativa para la 
prórroga en la vigencia de los contratos de arrendamiento aduciendo 
diversas razones, entre las que destacan el alza de los alquileres de la 
vivienda, que han registrado montos incontrolables, ya que la eleva- 
ción de las rentas se produce en periodos sumamente cortos. El 
número de órdenes de desalojo se ha incrementado. Se observa una 
franca expulsión de familias de escasos recu;sos de las viviendas que 
actualmente habitan hacia las zonas más apartadas, más pobres de 
la ciudad, en las que no existen servicios públicos elementales. 
Así, se propone la prórroga de la vigencia de los contratos de 
arrendamiento por un periodo de seis meses. En este periodo no 
podrá incrementarse el monto de la renta acordado por las partes. 
Quedan comprendidos en el presente decreto, todos aquellos contra- 
tos de arrendamientos en los que el inquilino destine por lo menos 
el 36% de su salario mínimo al pago del alquiler de habitaciones. 
Por lo contrario, se declaran subsistentes las causales de resci- 
sión de los contratos de arrendamiento en los siguientes casos: por 
estado ruinoso o insalubre de la vivienda, porque el propietario del 
inmueble no posea vivienda para habitar, porque el inquilino haya 
cambiado el destino o el uso del inmueble sin el consenlimiento del 
propietario y por la falta de pago oportuno. 
Por su parte, el Partido Socialista de los Trabajadores, que se 
constituyó en mayo de 1975, consideraba que los problemas urba- 
nos son el resultado de la anarquía propia del sistema capitalista. Los 
problemas urbanos surgen de la falta de planificación y racionalidad. 
Respecto a la vivienda en renta. establece el deiecho de pro- 
piedad para los inquilinos con más de I O años de rentas pagadas, así 
como la obligación de los propietarios de vender a los inquilinos con 
más de cinco años de rentas pagadas.Además demanda la congela- 
ción inmediata de rentas en zonas urbanas habitadas por trabajado- 
res, y el establecimiento del principio de renta tipo, de acuerdo con 
el promedio de ingresos de los inquilinos de cada zona urbana 
[Nexos. junio de 1978: 71. 
El Partido Socialista de IosTrabajadores presentó en noviem- 
bre de 1982 la iniciativa para adicionar un capítulo que sería el déci- 
mo a la segunda parte del título sexto del Código Civil, en donde el 
plazu de vigencia de los contratos de arrendamiento será de un año 
como mínimo, concluido el cual, podrá darse por terminado por cual- 
quiera de las partes con 12 meses de anticipación; o sea, el contrato 
será de dos años obligatoriamente. El arrendatario podrá demandar 
la prórroga judicial por otros dos años. La renta podrá elevarse en 
un 15% en cada revisión. 
Además se propone la siguiente clasificación de rentas, en 
cuanto a su monto; las viviendas integradas por uno o más cuartos 
se cuantifican en un 0.25% y las casas hasta en un 1% de su valor 
catastral con excepción de las ubicadas en zonas residenciales en 
donde el importe del arrendamiento será hasta del 1.25% sobre el 
valor catastral del inmueble. 
De igual forma, en febrero de 1983, la fracción parlamentaria 
del PST presentó la iniciativa de reformas y adiciones al artículo 2399 del 
Código Civil que decía: la renta o precio del arrendamiento puede 
consistir en una suma de dinero o en cualquiera otra cosa equiva- 
lente, con tal que sea cierta y determinada; sin que en ambos casos, 
sea superior al 1% sobre el valor catastral del inmueble, siempre y 
cuando se destine para habitación; y del 2.5% si se destina para co- 
mercio o industria; lo que habrán de verificar antes de autorizar 
las manifestaciones del arrendamiento, IasTesoren'as del D.F. y de la 
Federación. 
Por su parte, el Partido Socialista Unificado de México, que 
tiene sus raíces en el antiguo Partido Comunista Mexicano fundado 
en 19 1 l .  consideraba que la solución al grave problema de la vivien- 
da se emprenden'a por dos vías principales. En primer lugar; el Es- 
tado debía ejecutar un amplio plan de construcción de edificios de 
departamentos. aledaños a los centros de trabajo, en colaboración 
con las empresas y trabajadores. Además el Estado debía concertar 
acuerdos con las cooperativas de artesanos, las agrupaciones de 
comerciantes en pequeño y otras organizaciones sociales para la edi- 
ficación de viviendas. En todas las construcciones realizadas por el 
Estado, las casas habitación se entregarían con alquileres reducidos, 
no mayores al 5% del ingreso de la familia. 
Este partido plantea la expropiación por causa de utilidad pú- 
blica, de las zonas de tugurios y barrancas, en donde se realizarían 
planes de construcción en gran escala; en primer término, las vivien- 
das se entregarán en arrendamiento a los antiguos habitantes y des- 
pués a las personas carentes de habitación. 
En segundo lugar; se requen'a una radical reforma urbana que 
incluyera, en particular; que todos los departamentos y viviendas en 
buenas condiciones sean adquiridos a crédito por sus arrendatarios al 
precio que resultase de un avalúo, asegurándose que los pagos men- 
suales no fueran superiores al 10% del ingreso familiar: Además, la 
cantidad ya pagada como renta se abonará al valor total de la vivien- 
da [Nexos, 1978: 61. 
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Por su parte el Partido Socialista Unificado de México presen- 
taba tres iniciativas de ley, a saber: 
Ley federal para controlar el precio de las rentas de los inmuebles 
destinados a la habitación. 
Decreto para reformar, adicionar y derogar varios artículos del título 
sexto del Código Civil para el Distr~to Federal y 
Reformas y adiciones a los artículos 202 y 489 del Código de Pro- 
cedimiento Civiles para el Distrito Federal. 
En el primer caso se propone, de manera precisa, determinar 
el monto máximo del precio de la renta de lo bienes inmuebles des- 
tinados a viviendas. Ésta no podrá exceder de lo qLe resulte de 
aplicar la tarifa del cuadro 13. 
Con este planteamiento, la revaluación catastral set-ía la única vía 
para elevar el monto de la renta, por lo que se plantea que la actua- 
lización de los valores catastrales deberá ser en la misma proporción 
en que aumente el salario mínimo.También se plantea el derecho de 
acción para obtener en arrendamiento judicial aquellos inmuebles 
que hayan permanecido deshabitados por más de un año. 
Por otro lado, respecto al decreto que reforma, adiciona y 
deroga varios artículos del Código Civil destacan los siguientes ele- 
mentos: la duración del arrendamiento de los bienes inmuebles des- 
tinados a vivienda no tendrá tiempo límite máximo y deberá tener 
vigencia mínima de un año para el arrendador y voluntario para el 
arrendatario. 
En la década de los ochenta sólo dos partidos políticos no pre- 
sentaron una iniciativa de ley sobre el arrendamiento de inmuebles 
destinados a uso habitacional: el Partido de Acción Nacional y el Par- 
tido Demócrata Mexicano. 
-,,:nx 13 
TARIFAS PARA EL ESTABLECIMIENTO DE LA RENTA EN 
LASVIVIENDAS ARRENDADAS EN EL DISTRITO FEDERAL 
-- - - -- ~ - - 
VALOR CATASTPAL (ENVECES 
DE SALARIO M~NIMO ANUAL 
NiiEL VIGENTE EN LA ZONA) POU(:ENTAJE ANUAL DE RENTA 
-- ~ - -  - -  - - -- - - 






7 Hasta 75.9 26.1 
Hasta I 13.9 
Hasta 170.8 
Hasta 256.2 
Más de 256.2 
--- -- - 
Fuente Cámara de Diputados, Expediente de la Comisión Unida de Justicia y del Diamo Federal, 9 de no- 
viembre de 1982. 
En 1984, la legislatura correspondiente de la Cámara de Dipu- 
tados, crea la Comisión Especial de lnmuebles en Arrendamiento 
para revisar las diversas propuestas de los partidos políticos. Esta 
Comisión. en diciembre de ese año presentó los resultados y la pro- 
puesta de modificación al Código Civil en materia de arrendamien- 
to  de inmuebles. Los cambios aprobados por el pleno de la Cámara 
de Diputados fueron publicados en el Diario Oficial del 7 de febre- 
ro de 1985, a partir del día siguiente entraron en vigor los artículos 
2448.2448-A hasta el 2448-L. 
Cabe señalar que los cambios significaron en conjunto un 
avance sustancial en la mejon'a de las relaciones entre el inquilino y 
el arrendador Sin embargo, ciertos artículos despertaron la crítica 
por parte de los arrendadores. En especial los artículos 2448-C y 
2448-D. El primero señala que la duración mínima de todo contra- 
t o  de arrendamiento de viviendas será de un año forzoso para el 
arrendador. y para el arrendatario, hasta por dos años más, siempre 
y cuando se encuentre al corriente en el pago de la renta. Con 
ello, el inquilino tiene el derecho de rentar por tres años el inmueble. 
El artículo más debatido fue el 2448-D, ya que en él se con- 
templa la forma de incremento del monto de la renta. Al respecto, 
señala que la renta sólo podrá ser incrementada anualmente; en su 
caso, el aumento no podrá exceder del 85% del incremento porcen- 
tual tijado al salario mínimo general del Distrito Federal, en el año 
calendario en el que el contrato se renueve o se prorrogue. Este 
hecho de limitar los incrementos de renta suscitó diversas protestas 
por parte de los grupos de arrendadores. 
Pocos años después, en el periodo presidencial de Carlos Sali- 
nas, 1988- 1994, se modifican diversos artículos entre ellos el 2448-C 
y 2448-D, con lo cual se transformaron las relaciones jun'dicas entre 
los inquilinos y los arrendadores. regresando a la situación de princi- 
pios de los años ochenta. El 2 1 de junio de 1993, se emite un decreto 
para reformar; adicionar y derogar diversas disposiciones del Código 
Civil para el Distrito Federal, del Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal y de la Ley Federal de Protección al Con- 
sumidor. 
Los cambios al Código Civil se plasmaron en varios artículos, 
cabe resaltar que se suprime la posibilidad de prorrogar el contrato 
por dos años, y se regresa a la situación de que la duración mínima 
de todo contrato de arrendamiento de habitación será de un año 
forzoso para arrendador y arrendatario. Respecto al artículo 2448-D, 
sufre la mutilación del criterio de incremento de renta. Respecto a 
los motivos de rescisión del contrato de arrendamiento, merece indi- 
carse que se flexibilizan las razones, por ejemplo, el arrendador po- 
drá terminar el contrato por falta de pago de la renta. por daños 
graves a la cosa arrendada imputables al arrendatario; también por 
variar la forma de la casa arrendada sin contar con el consentimien- 
t o  expreso del arrendador. 
Otro aspecto de las reformas denominadas "salinistas", con- 
ciernen a los cambios en los procedimientos de controversias inqui- 
linarias que están contenidas en el Código de Procedimientos Civiles 
para el Distrito Federal. Los cambios más importantes inciden en 
acortar los tiempos de los juicios civiles. Así, en el artículo 957, se otor- 
ga al juez amplias facultades para decidir en forma pronta y expedita 
lo que en derecho convenga sobre los juicios de arrendamiento. Los 
tiempos de presentación de la demanda, admisión de la demanda, 
contestación de la demanda y la audiencia se realizarán a la bre- 
vedad. Así, en el artículo 96 1, inciso iii, se indica que desahogadas las 
pruebas. las partes alegarán lo que a su derecho convenga y el juez 
dictará de inmediato la resolución correspondiente. Cabe recordar 
que los juicios de arrendamiento tenían una duración de años, en 
cambio con estas modificaciones, dichos juicios se realizan en meses. 
La reforma "salinista" entrana en vigor el 19 de octubre de 1993; 
sin embargo, debido a los profundos cambios, y ante la oposición de 
algunos partidos políticos, se publica en el Diorto Oficial de lo Federa- 
ción la prórroga de dichas modificaciones para el 19 de octubre de 
1998, salvo los inmuebles que no se encuentren arrendados al 19 
de octubre de 1993. 
En octubre de 1998, se aplaza nuevamente dicho decreto para 
el año 2000. Finalmente, por cuarta ocasión, el 25 de abril del 2000, 
la Comisión de Vivienda de la Asamblea Legislativa del Distrito Fe- 
deral aprobó la nueva dilación a las moditicaciones al Código Civil 
en materia de arrendamiento para diciembre de 200 1. De haber en- 
trado en vigor dichas modificaciones, se hubiesen eliminado diversos 
derechos de los inquilinos, tales como el derecho al tanto, en caso de 
venta del inmueble, el derecho de preferencia para celebrar un nuevo 
contrato de arrendamiento, y además, el arrendatario asume la res- 
ponsabilidad de cualquier daño registrado por el inmueble. 
Finalmente, la reforma de arrendamiento "salinista" modificó el 
artículo 73 de la Ley Federal de Protección al Consumidor: Con 
ello, la Procuraduría respectiva ya no interviene en los conflictos de 
arrendadores y arrendatarios. Este artículo señala que los actos re- 
lacionados con inmuebles sólo estarán sujetos a esta ley cuando los 
proveedores sean fraccionadores o constructores de viviendas des- 
tinadas a casa habitación para venta al público o cuando otorguen 
al consumidor el derecho a usar inmuebles mediante el sistema de 
tiempo compartido. La función que cumplía la Profeco, es absorbida 
por la Procuraduría Social del Distrito Federal. 
En la ley de la Procuraduría Social del Distrito Federal se esta- 
blece en materia de arrendamiento, en el artículo 82, lo siguiente: 
Una vez que la Procuraduría Social interviene, por así haberlo decidido 
las partes. se les invitará para que de común acuerdo se sometan a una 
composición amistosa. donde la Procuraduría Social fungirá como me- 
diador de los intereses en conflicto. De no aceptarse inmediatamente 
esta solución se hará constar que quedarán reservados los derechos de 
las partes para que los hagan valer de acuerdo a sus intereses ante la 
instancia que corresponda. 
Y en el artículo 83: 
Si se acepta la intervención de la Procuradun'a Soc~al por acuerdo de las 
partes en amigable composición. se fijarán los puntos sobre los cuales 
debe verse el conflicto. acatando los lineamientos convencionales de 
los interesados. para que el mediador pueda dirigir la controversia en 
conciencia y buena fe guardada, sin sujeción a reglas legales. ni formali- 
dades de procedimiento, y pueda finalmente formular el acuerdo o su- 
gerencia que corresponda. 
La corta vida de la Procuradun'a Social revela que el conflicto 
inquilinario continúa; vale la pena señalar que de 1998 al primer tri- 
mestre del 2000, la Procuradun'a Social ha realizado cerca de 2 000 
orientaciones inquilinarias, 1 500 conciliaciones entre arrendadores 
y arrendatarios, y cerca de 500 asistencias a desalojos. 

CONCLUSIONES 
DESPUÉS de casi un siglo, el debate inquilinario no ha evolucionado en 
sus proposiciones, ya que durante este siglo no se ha registrado 
un mejoramiento en las condiciones habitacionales de los inquilinos, 
ni se han resuelto los problemas entre los arrendatarios y los arren- 
dadores. La situación de los inquilinos parece ser la misma de princi- 
pios del siglo, a pesar de las protestas inquilinarias y las propuestas 
de solución planteadas por diversos actores sociales. 
En el caso de la Ciudad de México, el problema inquilinario se 
agudiza por la espectacular concentración de población y porque, 
en el presente siglo, el gobierno no ha expedido una ley inquilinaria 
necesaria para regular el mercado de inmuebles en renta. Si bien es 
cierto que el Estado ha instrumentado diversos programas de cons- 
trucción de vivienda popular; por su parte la cuestión inquilinaria ha 
estado a la zaga. 
La vieja demanda de establecer tarifas para el monto de la renta 
de acuerdo con las condiciones del inmueble, aún está presente en 
la cuestión inquilinaria. El Estado ha fijado control de precios para los 
artículos de primera necesidad, se han establecido tarifas a los servi- 
cios públicos y bienes de primera necesidad. ¿por qué no establecer 
una tabla de precios de la renta con base en las características de los 
inmuebles y en relación con los ingresos de la población? Pregunta 
que se han hecho los diversos movimientos inquilinarios. 
La presencia de la demanda de una tabla de rentas en los tres 
periodos analizados, revela la existencia de obstáculos políticos para 
legislar en forma equilibrada el mercado del arrendamiento. Cada 
una de las etapas ( 1  920. 1940, 1980), cuenta con caraden'stica po- 
líticas particulares: la primera se define por el surgimiento y estruc- 
turación de las nuevas fuerza políticas; la segunda se caracteriza por 
la formación del poder posrevolucionario. y en especia por la crisis 
política en el grupo en el poder a principios de la década de los cua- 
renta. La tercera etapa se distingue por la crisis de legitimidad del 
grupo en el poder y por la efervescencia de organizaciones popu- 
lares independientes del Estado. 
En el caso de las propuestas de leyes inquilinarias. cabe reiterar 
que en la primera fase 19 17- 1925, las iniciativas de ley provenían de 
grupos de diputados y de sindicatos de inquilinos. De igual forma, las 
propuestas de leyes inquilinarias en el segundo momento histórico 
(1 937- 1947) fueron presentadas por los diputados. En el tercer mo- 
mento, provenían de las fracciones parlamentarias, con apoyo de 
or-ganizaciones inquilinarias. 
En ningún momento histórico se ha logrado la expedición de 
una legislación inquilinaria acorde con la problemática. Esto permite 
suponer que el sector inmobiliario, en particular los arrendatarios, 
han contado con mayor presencia política en la esfera de la toma de 
decisiones. En ocasiones, los arrendatarios cuentan con mecanismos 
directos para influir o determinar los rasgos de la legislación, en 
otras. los propietarios forman parte de la esfera política que decide 
sobre el particular. 
A lo largo del siglo se han observado cambios significativos en la 
producción habitacional. Las fases investigadas mantienen particulari- 
dades que definen su momento histórico. En las primeras décadas del 
siglo. se registró un proceso de conversión de las viejas casas colo- 
niales a viviendas en renta. Además se promovió la construcción de 
viviendas de arrendamiento para las nacientes capas medias de la so- 
ciedad. En esos años fue muy importante la canalización de recursos 
a la edificación de vivienda de renta y de vivienda en propiedad. 
En la década de los cuarenta, la producción habitacional se ha- 
bía encaminado a la promoción de colonias populares, a través de 
diversos medios, por ejemplo: invasiones, fraccionam~entos legales y 
otros. En esa época se observa un cambio en la producción de vi- 
viendas hacia la construcción de moradas propias. En los ochenta el 
inventario habitacional revela una nueva estructuración del sector inmo- 
biliario de alquiler, en donde los cambios registrados están en rela- 
ción con los otros tipos de inmuebles en alquilen Así, mientras dis- 
minuye la producción de habitaciones en renta por parte del capital 
inmobiliario privado, aumenta el ritmo de edificación de esta clase 
de vivienda por parte de los autoconstructores. 
En los años ochenta se observa una amplia movilidad de inqui- 
linos de un tipo de vivienda rentada a otra modalidad. Por ejemplo, 
ante la transformación de la vivienda de interés social, los inquilinos se 
trasladan a colonias de vivienda precarista. Esta movilidad residencial 
agudizará a corto plazo las condiciones de habitación en la periferia 
de la ciudad, agotando rápidamente la oferta de viviendas en estas 
colonias de autoconstrucción. 
Finalmente, los indicadores básicos del problema de la vivienda 
en arrendamiento, como el monto de la renta, el déficit de inmue- 
bles, la escasa inversión en habitaciones para alquiler; son constantes 
desde principios hasta finales del siglo. Aunque cabe señalar que han 
empeorado año con año. 
Una ley inquilinaria para el Distrito Federal debe abarcar la 
normalidad de los distintos municipios metropolitanos del Estado de 
México que forman parte de la Zona Metropolitana de la Ciudad 
de México, ya que las condiciones de la habitación en esos munici- 
pios están relacionadas con el fenómeno del arrendamiento en el 
Distrito Federal. 
La ley inquilinai-ia debe establecer en forma clara y precisa los 
criterios para la formación del precio de la renta; la fijación de la 
renta con base en el libre juego de la oferta y la demanda. ha provo- 
cado un encarecimiento de las rentas de los inmuebles. Por lo con- 
trario, la congelación de rentas ha sido demasiado limitada. Por tal 
motivo, la ley inquilinaria debe girar alrededor del establecimiento 
de la renta inicial, con base en las caracten'sticas de los inmuebles, así 
como en su entorno urbano. Además debe garantizar el acceso a la 
vivienda a la población de bajos ingresos. 
Los proyectos estatales de construcción de vivienda han sido 
insuticientes. La vieja concepción del inquilinato como una situación 
formal y j~ndica transitoria ha quedado rebasada por la realidad. Por 
úttimo, independientemente de la posición política de los grupos inqui- 
linarios, se concluye que para solucionar el problema inquilinario, el 
Estado debe participar en la construcción y administración de vivienda 
en renta. Es decir; debe modificar su política habitacional, debe cana- 
lizar sus recursos a la producción de vivienda de renta como sucedió 
en los años cincuenta. Además debe establecer una tabla de rentas con 
base en las condiciones constructivas y nivel de ingresos de la población. 
Con estos elementos, la vivienda de renta será una opción ade- 
cuada para el acceso a mejores condiciones de habitación para la 
población de la Zona Metropolitana de la Ciudad de México para 
el siglo xxi. 
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